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Presentación

“Les recomendamos que cuiden el futuro, que somos nosotros porque seremos el futuro pero no seremos los mismos porque estaremos traumatizados”
.

En el año de 1989 fue promulgada la Convención de los Derechos del Niño; Colombia la ratificó en el año 1991. Posteriormente, fueron promulgados dos protocolos facultativos sobre vinculación de niños al conflicto armado y sobre venta, prostitución y pornografía infantil que también fueron ratificados por Colombia. Particularmente, el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía fue ratificado por Colombia en noviembre de 2003 e incorporado al ordenamiento jurídico interno mediante la ley 765 del mismo año; el Estado Colombiano, se comprometió a hacer cumplir las directrices que allí se establecen y a presentar cada dos años al Comité de los Derechos del Niño informes sobre las medidas adoptadas y sobre el alcance e impacto de las mismas en relación con la garantía de los derechos de niños y niñas frente a estas vulneraciones que afectan su desarrollo integral.

Cinco años después el Estado entregó su primer informe; y en correspondencia. un grupo de organizaciones de la sociedad civil organizada elabora el Primer Informe Alterno asumiendo el compromiso de acompañar y vigilar las acciones que ha desarrollado el Estado para proteger a la niñez de los delitos de venta, utilización en la prostitución y en la pornografía.

Presentamos este documento a consideración del Comité de los Derechos del Niño con la esperanza de poder contribuir con el análisis de la realidad de nuestros niños y niñas que sirva para estimular al Estado a aumentar sus esfuerzos en procura de ampliar y profundizar las medidas políticas, legislativas, de prevención y de restablecimiento efectivo de los derechos vulnerados por la venta, la prostitución y la pornografía como formas intolerables de violencia contra la niñez colombiana y aunando esfuerzos podamos ofrecerles a los niños y niñas colombianos posibilidades de goce efectivo de sus derechos así como medios y oportunidades para alcanzar un pleno desarrollo integral.
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Introducción

Que denuncien cuando esto pase para que la gente sepa que es un delito, porque si no nadie sabrá que esto es malo y le violan los derechos a los niños.

En Colombia el 60% de la población vive en la pobreza y 11 millones de personas en la completa miseria; el desempleo es del 13,1%; al tiempo que aumenta el llamado empleo informal decrece el empleo estable; el 36% de la población carece de servicios básicos y más de dos millones quinientas mil personas carecen de una vivienda digna; 16 millones de habitantes son niños y niñas, casi el 40% de la población total; de éstos, 6.5 millones viven en situación de pobreza absoluta y casi un millón en condiciones de miseria. Más de un millón y medio de niños no asisten a la escuela, alrededor de 2 millones trabajan y 3 millones no tienen acceso a salud
. 

La violencia social, política y armada afecta gravemente a niños y niñas: son víctimas de violaciones a sus derechos humanos a través de asesinatos, reclutamiento forzado, explotación económica, trata de personas, explotación sexual, desplazamiento forzado, confinamiento, detención arbitraria, violencia sexual, tortura y tratos crueles, amenazas, secuestro, minas antipersona o su vinculación en el conflicto armado, más de 3000 de ellos desertaron en el 2008 de grupos armados ilegales. Además padecen el impacto de los daños en contra de sus familiares o cuidadores, amigos, maestros o autoridades espirituales.

El país ha avanzado en la formulación de una política pública que reconoce los derechos de la infancia; no obstante, esta sigue siendo insuficiente, parcial, desarticulada y de corto alcance, porque no logra contrarrestar factores estructurales de orden económico, político, social y cultural que atraviesan la vida de los niños y niñas ni las complejidades que plantea el conflicto armado interno. En este contexto, el Protocolo Facultativo sobre venta, prostitución y pornografía infantil no ha sido suficientemente reconocido, divulgado ni adoptado como marco explícito para orientar las políticas y programas contra la venta, la trata y la explotación sexual de niñas, niños y adolescentes. De hecho, ni las políticas sobre niñez ni el Informe del Estado adoptan una definición clara sobre asuntos como la venta de niños y niñas y no existen en materia de venta, trata y explotación sexual políticas de prevención, promoción y reparación integral que reconozcan formal y explícitamente a niños y niñas indígenas, afrodescendientes, campesinos o en situación de discapacidad.
El Comité de los Derechos del Niño en el año 2006 expresa que varias de sus recomendaciones al Estado Colombiano se han abordado de manera insuficiente o parcial “en particular las relacionadas con los derechos del niño y el proceso de paz, la legislación, la recopilación de datos, los recursos financieros, la no discriminación, el derecho a la vida,(…), la erradicación de la tortura, el abuso físico y sexual de los niños tanto dentro de la familia como fuera de ella, (…),los niños afectados por conflictos armados, los niños desplazados internos y la explotación sexual y la trata”
.
Este informe pretende aportar una mirada sobre la situación de la niñez colombiana en relación con la venta, la trata y la explotación sexual; ha sido concebido y elaborado desde la perspectiva de la sociedad civil como corresponsable de la protección integral de la niñez. Para su elaboración se conformó un Comité Técnico integrado por diez organizaciones de amplia trayectoria en el estudio, la prevención e intervención de los problemas de la niñez colombiana en distintas áreas; este comité encargó a la Fundación Renacer- Ecpat Colombia el diseño metodológico y la investigación sobre los temas objeto del Protocolo, con los aportes técnicos de cada una de estas organizaciones.
Además de la investigación bibliográfica se realizaron consultas en doce ciudades del país a 54 organizaciones no gubernamentales y a 171 niños, niñas y adolescentes de acuerdo con una guía elaborada siguiendo las orientaciones del Comité de los Derechos del Niño para asegurar que la información incluida corresponda con la estructura del informe del Estado facilitando su comparación; también se tomó en consideración la Guía de la Red Ecpat para la elaboración de Informes alternos; la guía para las consultas fue consensuada y aprobada por el Comité Técnico. Igualmente se implementó una estrategia de consulta virtual para facilitar la participación de organizaciones civiles de todo el país.
Con estos insumos se elaboró un borrador del Informe que fue sometido a la discusión del Comité y con base en sus observaciones se redactó un informe final que una vez suscrito por las organizaciones del Comité se dio a conocer a diferentes organizaciones de la sociedad civil en el país para su eventual adhesión.
El informe consta de cinco secciones: i). Análisis de la situación de la venta, la trata y la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes en el país durante el quinquenio 2003-2008; ii). La aplicación y desarrollo de la ley para enfrentar estos delitos; iii). Análisis de las políticas y programas que ha desarrollado el Estado para prevenir la ocurrencia de estos problemas; iv). Algunas observaciones sobre los programas de atención a los niños y niñas víctimas y su reintegración social y, v). Formulación de algunas sugerencias al Comité para que las estudie y tenga en cuenta en el momento de hacer las recomendaciones al Estado colombiano en relación con los vacíos que persisten en cuanto a la implementación efectiva del Protocolo.

Nos permitimos hacer las siguientes aclaraciones para una mejor comprensión del Informe:

Se entiende por niño o niña toda persona menor de 18 años, de acuerdo con el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño y al artículo 3 del Código de la Infancia y la Adolescencia.

Se entiende por explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes –ESCNNA- “toda utilización del cuerpo de una persona menor de 18 años o de su representación con fines sexuales o comerciales a cambio de una retribución o promesa de retribución tangible (en dinero o en especie) o intangible para el propio niño o niña o para una tercera persona o grupo de personas”. Esta utilización comprende: la prostitución, la pornografía, la trata con fines sexuales, el turismo sexual, los casamientos tempranos y la utilización sexual en grupos armados ilegales. La prostitución infantil y la utilización de niños y niñas en la pornografía, tal como los menciona el Protocolo, están incluidas dentro de esta definición y así serán abordadas durante todo el informe.

Los niños y niñas con discapacidad son aquellos que presentan limitaciones para escuchar, ver, moverse, entender o aprender debido a una situación de salud; en general la discapacidad se clasifica en discapacidad mental, cognitiva, auditiva, visual, física y múltiple.  

En algunas citas textuales de las fuentes consultadas se utiliza el término menor o menores para referirse a niños, niñas y adolescentes; se respeta el uso literal de estos vocablos aun cuando las Organizaciones que suscriben el informe están de acuerdo en que dichos términos no corresponden al lenguaje de la Convención sobre los Derechos del Niño, que todas ellas reconocen y asumen. De la misma manera una de las fuentes consultadas utiliza indistintamente trata y tráfico de personas; se ha respetado esta nomenclatura aunque se comprende que el término que corresponde al contexto es el de trata y así lo asume el informe.  
También se citan en el informe testimonios de los niños y niñas así como de las organizaciones consultadas, como referencias de situaciones que probablemente ocurren en las ciudades pero que no necesariamente han sido comprobadas o verificadas por las organizaciones que elaboraron o que suscriben el Informe.
Esperamos que el contenido del informe, el análisis de los datos y las sugerencias para las recomendaciones, contribuyan al logro del goce efectivo de los derechos de los niños y niñas de Colombia.

1. Situación de la venta, la trata y la explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes, periodo 2003-2008

“Que adopten medidas necesarias para afrontar esta problemática. Que organicen más grupos de ayuda para controlar y prevenir esta clase de situaciones que son muy comunes en nuestro país.”

Colombia presenta graves dificultades en relación con la producción de información sobre los temas del Protocolo Facultativo.  El Plan Decenal de Infancia reconoce que “...no existe un sistema de información que además de describir la situación de la infancia, que de por sí ya sería un avance importantísimo, sea capaz de operacionalizar aquel concepto de que los derechos son integrales e interdependientes.”
 Si bien existe un interés creciente del país por investigar la trata y la explotación sexual de niñas y niños, la mayoría de las iniciativas en este sentido han surgido o han sido desarrolladas por organizaciones no gubernamentales y organismos de cooperación internacional; en algunos temas no hay investigaciones y no siempre se incluyen variables sobre grupos poblacionales vulnerables como niños y niñas indígenas, afrodescendientes, con discapacidad o campesinos-as. 
Cuando estos estudios han sido realizados por entidades del Estado, no se les ha dado suficiente divulgación; confinados en estrechos círculos académicos o de especialistas su capacidad para incidir de manera efectiva en la creación de una conciencia social sobre los problemas es limitada. Así, por ejemplo, aunque la Ley 679 de 2001 le asigna al Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE- la función de realizar investigaciones estadísticas que serán actualizadas periódicamente sobre las dinámicas de la explotación sexual
, a la fecha no se conocen reportes públicos que permitan valorar la evolución de la problemática. Al mismo tiempo la citada ley no exige claramente que en las investigaciones que adelante el DANE se incluyan datos expeditos relacionados con niñas y niños afrodescendientes, indígenas, con discapacidad o procedentes de zonas rurales.  
Aunque diferentes organizaciones estatales tienen sistemas particulares o sectoriales de registro, no existe un sistema unificado que permita dar cuenta de manera fiable de las conductas de que trata el Protocolo.
 En especial, no existe un marco conceptual ni un sistema unificado de variables para clasificar tales conductas y actividades; así por ejemplo, la denominación delitos sexuales se refiere casi siempre, en las estadísticas oficiales, a conductas reconocidas como abuso sexual
; rara vez aparecen dentro de esta categoría delitos relacionados con la explotación sexual generando desinformación y manteniendo la ESCNNA en la mayor invisibilidad e impunidad. Igualmente, las cifras sobre violencia sexual confunden abuso sexual intrafamiliar y utilización de niños y niñas en la prostitución, generando equívocos tanto en la opinión pública como en estamentos oficiales encargados de la definición de políticas y de la atención de las problemáticas.     

El Comité de los Derechos del Niño (2006) en sus recomendaciones a Colombia sobre la aplicación de la Convención expresa que “le preocupa el hecho de que falten datos desglosados, en particular en relación con los grupos vulnerables y las disparidades entre los medios rural y urbano. La falta de dicha información constituye un serio obstáculo a la hora de identificar las problemáticas que siguen sin resolver y las medidas necesarias para remediarlas. El Comité recomienda que el Estado Parte prosiga y redoble sus esfuerzos para desarrollar un sistema global de recopilación de datos sobre la aplicación de la Convención. Los datos deberían abarcar a todos los niños menores de 18 años y estar desglosados por grupos de niños con especiales necesidades de protección, en particular las niñas, y los niños y niñas desplazados, afrocolombianos e indígenas.”
 
1.1. La venta de niñas y niños
La venta de niñas y niños no ha sido investigada en el país; no se conocen estadísticas oficiales sobre el tema que casi siempre aparece asociado a la problemática de la trata de personas, si bien son dos hechos diferentes
. Organizaciones no gubernamentales consultadas reconocen la existencia del fenómeno como una práctica relativamente frecuente en algunas comunidades relacionada con la entrega de niñas y niños a parientes o a otras personas con el objetivo de que sean criados y educados por aquellas en razón de la precaria situación económica de la familia. Un informe de Terre des hommes Holanda y Fundación Esperanza (2006) afirma “este delito (el tráfico de niños y niñas) tiene amplia ocurrencia en las zonas rurales del país donde el desconocimiento y la necesidad de los pobladores llevan muchas veces a los padres campesinos a contemplar la idea de vender a un hijo”

Algunas de las Organizaciones de la Sociedad Civil consultadas hacen referencia a casos (generales ninguno individualizado) de personal del sector de la salud, trabajadores-as de hospitales que entregan a niñas y niños que han sido abandonados en hospitales a personas o parejas que al parecer no han podido tener hijos
. Obviamente estos casos no son denunciados ante ninguna autoridad quedando entonces la duda de si han ocurrido y con qué frecuencia para otras finalidades.
En este sentido llama la atención que en las cifras presentadas en el Informe de Estado
 sobre las denuncias recibidas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar entre los años 2007 y 2008 no aparecen datos sobre venta de niñas y niños, si bien se mencionan situaciones que podrían estar indicando la ocurrencia de la misma: así, de un total de 25.998 denuncias, 3.943 corresponden a niños-as abandonados-as (falta de responsables, expósitos no reclamados en centros hospitalarios); y 296 corresponden a “tenencia irregular de menores”.  
1.2. La trata de niñas y niños
El Informe del Estado no menciona la trata de niños y niñas en el capítulo sobre Datos Generales; mientras que menciona la reciente política nacional contra la trata de personas y su Estrategia Nacional Integral 2007-2012
, no hace un análisis de la situación de la niñez víctima de este delito. La trata de niñas y niños en Colombia se comete con fines de trabajo forzado, mendicidad, explotación sexual y matrimonio servil. 
Las principales fuentes de información en este tema en el país son organizaciones internacionales como la Organización Internacional para las Migraciones –OIM- , la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito –UNODC-, el DAS-Interpol y la Policía Nacional, además de algunas ONG especializadas que han adelantado investigaciones en diferentes momentos y regiones del país.
De acuerdo con el Informe Global de Monitoreo realizado por Ecpat en 2006
 “En cuanto a trata con fines sexuales, Colombia es considerada uno de los principales países de procedencia para la trata internacional e interna de mujeres, niños, niñas y adolescentes. En su mayoría, las víctimas son llevadas a destinos internacionales como Ecuador, España, Italia y Japón.” 
Según la OIM, hasta 70.000 colombianos podrían ser víctimas de la trata de personas cada año
; por su parte un estudio de caso de la Fundación Esperanza informa que “La incidencia de la trata de mujeres es del 46%, de la trata infantil de 50% y de la trata de hombres del 4%. Ahora bien, la trata con fines sexuales es del 63% y con fines laborales del 37%”

Tales apreciaciones contrastan con el limitado número de denuncias: según la OIM “El número de casos completos
 entre 2002 y 2004 fue de 211 víctimas, de las cuales 121 fueron registradas por el DAS/INTERPOL y noventa por la OIM –la Policía no disponía de cifras sobre víctimas-. Así mismo, se registraron 285 tratantes -135 por parte del DAS/INTERPOL y 150 por parte del Grupo Humanitas de la Policía-. La información sobre tratantes fue, en parte, el producto de 80 operaciones, cuarenta del DAS/INTERPOL y cuarenta de la Policía”
 
La mayoría de las denuncias están relacionadas con trata externa con fines de explotación sexual en mujeres. En los casos de trata interna que tienen la misma finalidad las principales ciudades de destino han sido Bogotá (71%), Medellín y Montería (29%). También se señala que no solo se han presentado casos de prostitución forzada sino también de trabajo forzado y matrimonio servil. Solamente tres operaciones de la Policía sobre trata interna estaban relacionadas con explotación sexual infantil

Según el DAS/INTERPOL la edad promedio de las víctimas de trata es de veintitrés años siendo once la edad mínima y 41 años la máxima. En relación con los menores de dieciocho años, el 12% de las víctimas de trata de personas registradas por la OIM son niños, niñas y adolescentes
. 

Aunque no se tienen datos sobre la magnitud de la trata en niños y niñas indígenas, afro descendientes y campesinos, se reconoce su vulnerabilidad no solo a la trata sino a otras formas de violencia y explotación; así lo ha expresado el Comité de los Derechos del Niño al que “le preocupa que dichos grupos vulnerables se encuentren en mayor riesgo de ser reclutados por las fuerzas armadas, así como de ser explotados comercial y sexualmente, de verse abocados al desplazamiento interno y de convertirse en víctimas de trata. (…)

1.2.1. Trata de niños y niñas con fines de trabajo forzado 

En el país se reconoce la existencia del trabajo infantil con cifras que superan los 2,5 millones de niños y niñas; un informe de la Procuraduría General de la Nación y UNICEF revela que “De acuerdo con la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil, el 13,2% de un total de 11,3 millones de niños colombianos son explotados laboralmente. Más de 1,5 millones de niños (uno de cada siete), en edades que oscilan entre los 5 y 17 años, son explotados al no recibir ninguna remuneración por el trabajo que desempeñan. Aquellos que reciben un pago no ganan ni la cuarta parte del salario mínimo legal. (…) 1,1 millones de esos niños no asisten a la escuela, 184 mil están buscando trabajo y 8 millones desempeñan tareas en el hogar. Incluso, muchos trabajan el doble de horas permitidas por la ley y más del 25% llevan a cabo trabajos peligrosos”

Sin embargo, no existe acuerdo conceptual ni político sobre la relación entre trabajo infantil, trabajo forzado  y trata de personas; continúa viéndose como una práctica normal, dadas las condiciones de pobreza y desigualdad social, el incorporar a los niños y las niñas como fuerza productiva en la subsistencia. La OIM ha revelado, por ejemplo, una modalidad de trabajo forzado, que ha permanecido oculta por muchos años: el servicio doméstico en condiciones de explotación. Se habla de 750.351 niños y niñas trabajando en oficios del hogar (OIT, 2004), que abandonan las actividades educativas y las oportunidades de jugar como corresponde a su estadio de desarrollo psicológico, social y afectivo.

Aunque no se conocen cifras, se sabe de numerosos casos de niños y niñas explotados en actividades agrícolas, comerciales, industriales y de servicios en la mayoría de las ciudades capitales del país. Asimismo existen denuncias sobre la explotación de cerca de medio millón de niños en la minería
, especialmente en los departamentos de Boyacá, Cundinamarca, Antioquia, Nariño, Chocó, Sucre y Santander.

Durante el periodo analizado se han conocido reportes de servidumbre en la mendicidad, de niños y niñas. Sólo en el año 2005 el ICBF recibió 610 denuncias de casos de niños y niñas siendo explotados-as en esta modalidad
, pero otros informes hablan de hasta 37.000 niños y niñas en las calles, muchos de los cuales son utilizados por tratantes para pedir dinero a cambio de alimentarlos y darles un lugar para dormir. 
Un grupo especialmente vulnerable a la explotación en la mendicidad lo constituyen los niños y niñas con discapacidad física, sensorial o cognitiva. Organizaciones especializadas en el tema consultadas aseguran que “De los casos que se conocen (…) el más frecuente es el de la explotación hecha por parte de la familia para obtener ayudas (exhibir la situación de discapacidad del niño)” y el “trabajo forzoso sobre todo en la mendicidad” en los que la familia se lucra de la situación del niño o niña. Al mismo tiempo plantean que aunque es frecuente el abuso sexual intrafamiliar, no existen reportes de explotación sexual; sin embargo, no descartan la posibilidad de que existan casos de venta o trata que no se denuncian: “La venta o trata de niños-as en situación de discapacidad puede que no sea muy evidente porque la sociedad aun tiene temor al acercamiento de la discapacidad.”

También se conocen casos de mendicidad en niños y niñas indígenas que han sido víctimas de desplazamiento o migración forzada y sufren procesos de aculturación en centros urbanos; niños y niñas Embera Chamí y Catíos en Cali, Medellín y Montería,” para quienes no ha sido posible su inclusión escolar y la garantía de sus derechos, terminan deambulando por las calles, en la mendicidad, en la recolección de desechos o en otras actividades informales donde son objeto de múltiples presiones y discriminaciones; muchos de ellos se inician tempranamente en el consumo de sustancias psicoactivas, especialmente alcohol, marihuana e inhalantes lo que agrava su situación de estigmatización y marginalidad”

1.2.2. Reclutamiento forzado

Tal como afirma OIM, “el reclutamiento forzoso de menores
 y adultos por parte de los grupos armados ilegales, la dinámica de prostitución en las zonas de conflicto y el desplazamiento forzado están escalando el problema de la trata. Hay alrededor de 11.000 niños reclutados en los grupos armados ilegales, la mayoría trabajaba antes de entrar a (estos grupos) en el raspado y procesamiento de coca y en otras actividades agrícolas”
. 

El Informe de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos (2007) señala que “Las FARC-EP continuaron reclutando niños y niñas, especialmente en los departamentos de Arauca, Cauca, Antioquia, Sucre, Bolívar, Guaviare, Meta, Nariño y Valle del Cauca. En algunos casos los menores eran ubicados en la primera línea de fuego, lo cual ocasionó muertes en enfrentamientos con las Fuerza Pública. Así mismo, el ELN y los nuevos grupos armados ilegales continuaron reclutando niños.
 
Según la Defensoría del Pueblo, “de acuerdo con un informe de Human Rights Watch, (…) Entre una cuarta parte y casi la mitad de los integrantes de estos grupos son mujeres, y entre ellas se pueden incluir niñas muy pequeñas, algunas de tan sólo ocho años de edad. Las niñas no están a salvo de ninguna de las durezas de la vida militar. Su papel es el mismo que el de los muchachos. Se les enseña a usar armas, a obtener información y a tomar parte en operaciones militares. Frecuentemente son heridas y hasta muertas, como cualquier combatiente. Además de lo anterior, las niñas que hacen parte de las fuerzas rebeldes afrontan presiones relacionadas con su sexo.”
.

No solo los niños, niñas y jóvenes son víctimas del reclutamiento forzado. De acuerdo con la OIM “otras poblaciones como los adultos de comunidades indígenas, afrocolombianas y campesinas, están siendo reclutadas forzosamente en distintas regiones del país… los grupos enfrentados están utilizando una serie de métodos y acciones que se identifican claramente con el delito de trata de personas. Por ejemplo, la promesa de un salario a cambio de integrar las filas insurgentes o paramilitares o… la amenaza a la integridad personal o familiar…”
 

“Jenny, una niña pequeña de rasgos indígenas, sólo tenía trece años cuando la milicia de la UC-ELN se la llevó por la fuerza en Boyacá. El ELN me obligó a entrar. Eso pasó hace tres meses, más o menos, al principio de marzo [2002]. Ellos venían con frecuencia a las casas de la gente, donde yo vivía en Boyacá, nos decían que debíamos unirnos a las FARC o al ELN. Los dos grupos trabajan juntos. Ellos me decían que yo tenía talento. Las FARC exigían muchachos mayores de quince pero también recibían muchachos más jóvenes que eso. Los del ELN exigían que uno tuviera al menos once. Los adultos no tenían que hacerlo, pero también los invitaban a que se unieran. Ocho días después de que vinieron a mi casa, me obligaron a ir con ellos al campamento. Fueron doce horas de camino. Había como quinientas personas ahí, la mayoría niños. De pronto unos cincuenta habían sido reclutados a la fuerza. Ahí sólo había como unos doscientos adultos.

En el departamento de Casanare, Johny, el más pequeño de ocho hermanos, estaba en su antigua escuela (dejó de estudiar después de quinto grado) cuando un grupo de miembros de la UCELN se le acercaron y lo amenazaron con matarlo si no se iba con ellos. «Me forzaron a unirme», Johny dijo con firmeza. «Me dijeron que era por tres meses, luego me soltarían y me dejarían en la casa. No creo que me buscaban a mí, fue por casualidad.» Johny fue rescatado por el Ejército antes de que transcurrieran los tres meses. Juan José es un sicuani del departamento de Vichada, que hace frontera con Venezuela y alberga al mayor número de comunidades indígenas. En noviembre de 2001, un escuadrón de las FARC-EP que pasaba por su aldea le reclutó por la fuerza junto con otros miembros de la comunidad, entre ellos mujeres y niños. Obligaron al grupo a marchar durante tres días hasta llegar al campamento guerrillero. Tras quince días de entrenamiento, trasladaron a los nuevos reclutas en un viaje de tres semanas por el río Vichada a La Macarena, Meta, en el corazón de la Zona: “Como ellos siempre llegaban allí, me aconsejaban, me decían muchas cosas: que uno no sufre en la guerrilla, que a uno no le falta nada, ni mata a nadie. Pero era mentira, ya que cuando uno está metido, a uno le mandan a hacer muchas cosas. Me dijeron que si yo no ingresaba, me mataban. Pasó lo mismo con varios indígenas como yo. Era un combo de cinco personas, fueron ellos los que me llevaron. Había otros indígenas en la guerrilla, adultos y niños”.

Factores políticos, económicos y sociales favorecen el reclutamiento forzado; “La escasa presencia y apoyo del Estado, sumados a las desigualdades ocasionadas por el modelo económico imperante, han contribuido a agudizar la inserción de los jóvenes indígenas en los grupos armados en conflicto a pesar de los esfuerzos que los cabildos vienen realizando para retener a la juventud en sus respectivos territorios. La falta de oportunidades de trabajo, estudio e incentivos para el mejoramiento de la calidad de vida se convierten en estímulo para que los niños y jóvenes sean cooptados por estos grupos al margen de la ley. Las niñas y jóvenes soportan las peores consecuencias, porque además son prostituidas, maltratadas y muchas de ellas obligadas a practicarse abortos o a asumir solas la responsabilidad de la crianza de los hijos.

El citado informe de OIM reporta que “en relación con las comunidades indígenas, desde el 2001 se denunciaron continuos secuestros masivos por parte de los paramilitares en la zona bananera con el fin de reclutar indígenas en sus filas.”

1.2.3. Niños y niñas desaparecidos

“En julio de 2005 las autoridades recuperaron a un menor de edad en la ciudad de Florencia – Caquetá que había sido reportado como desaparecido en el municipio de La Plata (Huila). El niño llevaba cuatro meses en manos de una mujer que lo utilizaba para pedir limosna en las esquinas y semáforos”
  
Casos como el anterior, donde confluyen desaparición y explotación, estarían evidenciando la relación entre secuestro, rapto o robo de niños y niñas y trata con fines no sólo de servidumbre en la mendicidad sino también en otras formas de explotación; con relación a este punto no se conocen cifras ni estudios de casos a pesar de que diariamente a través de los medios de comunicación se reportan uno o varios niñas y niños desaparecidos.

Según la Fundación ASFADDES entre 2000 y 2004 se presentaron más de 5.000 casos de desapariciones forzadas
 muchas de ellas presumiblemente relacionadas con motivos políticos; a pesar de que el informe no discrimina cuantas de ellas corresponden a niños y niñas, no es ilógico pensar que entre las víctimas se cuenten personas menores de edad desaparecidas por otras razones, como la trata; este aspecto debería ser motivo de preocupación e investigación para las autoridades responsables de la niñez en el país.
Aunque la Ley 679 previendo la relación entre desaparición y trata de niños y niñas con fines de explotación sexual estableció medidas en este sentido
, no se conocen informes oficiales que den cuenta de esta situación. 
1.2.4. Trata con fines de adopción ilegal

El abordaje que el Estado colombiano ha hecho en este período en relación con la trata de niños y niñas para adopciones ilegales, no ha tenido el desarrollo que se esperaría por la complejidad del fenómeno; en el Informe del Estado no se hace alusión a ella, en el Código de infancia y adolescencia se aborda tímidamente y no se conocen referencias públicas acerca del tema.

Terre des Hommes-Holanda y Fundación Esperanza publicaron en 2006 una investigación que estableció algunos factores de riesgo para la trata de niños en el proceso de adopciones internacionales
. Según este informe en Colombia el tráfico o trata de niñas
 y niños que tiene como medio o fin la adopción ilegal tiene amplia ocurrencia especialmente en zonas rurales del país; “… un representante del DAS- migraciones señaló que la explotación sexual o laboral de menores de edad puede darse después de haberse legalizado la adopción”

Señala el estudio que “las Notarías de Registro (son) puntos críticos donde el delito se legaliza borrando el pasado del niño. Igualmente,… la llamada beneficencia asistencialista
, gestionada en general por comunidades religiosas,…al parecer realiza ubicación de niños en familias aun hoy en día (…). En ocasiones no solo mujeres gestantes en situaciones difíciles, sino también profesionales del área médica que tienen contacto con niños y niñas abandonados en clínicas y hospitales luego del parto, consideran que la atención y acción de estas instituciones de beneficencia, que ubican rápidamente los menores de edad en nuevas familias, puede ser más eficiente y conveniente que las acciones del modelo de protección estatal. ”
 

Respecto al Programa de Adopciones “se encontró que especialmente… (en) la fase de motivación a padres con intención de adopción, la de trabajo y evaluación institucional en el país de acogida y la de procedimiento administrativo en Colombia (…) suele surgir la demanda riesgosa  para niños y niñas en medio de una ambiente de desinformación. Esta demanda se atribuye al grupo de familias que son rechazadas en estos primeros momentos y que dejan de ser captadas por los programas dirigidos a padres adoptantes de las oficinas de atención técnica de las IA
 y por los del ICBF.”

Según funcionarias de la agencia central
entrevistadas en dicha investigación… “es común recibir consultas de familias que luego de ser rechazadas por el programa habían conseguido un niño y querían ver como podía legitimarse tal acto…. En este tipo de consultas el funcionario cumple con informar que se está cometiendo un delito pero no existe un sistema que permita medir, denunciar o prevenir el hecho… “

Para la Procuraduría delegada para la Defensa del Menor y la Familia “las IA (Instituciones Autorizadas)y el ICBF no comunican necesariamente las causas de rechazo a las familias adoptantes nacionales, ni se realiza ningún trabajo preventivo que evite que estas familias recurran al tráfico de niños o a prácticas inadecuadas
 para ubicar un niño en su familia” 
    

El ICBF no cuenta con programas de prevención que informen y vinculen a las familias en relación con la trata de niños y niñas; esto “hace que se den situaciones de riesgo en donde adoptantes, bajo engaño o voluntariamente incurren en el delito del tráfico humano. Además el desconocimiento por parte de las comunidades del rol que cumple ICBF frente a la adopción genera prevención y distanciamiento (…) lo que posibilita el hecho que las madres opten por otras alternativas para entregar a los niños y/o niñas (sic). (No existe un) programa de protección a la mujer en embarazo. Finalmente la desarticulación existente entre entidades como la Fiscalía, el DAS y la INTERPOL con el ICBF no permite un abordaje integral para la prevención y/o judicialización de prácticas inadecuadas. 
Algo similar ocurre con las instituciones autorizadas para el programa de adopción (IA); además de “No contar con programas de prevención en relación al tráfico de niños y niñas. (…) la atención preferente y mayoritaria a familias extranjeras no permite establecer acciones que promuevan el sentido de corresponsabilidad de las familias colombianas con el objeto de aumentar la proporción de adopciones nacionales. Finalmente, la figura de la donación desacredita y acrecienta el distanciamiento con las familias adoptantes que perciben un objetivo meramente mercantilista en el programa de adopción no demasiado distinto al de las redes de tráfico.”
 

En este sentido el Comité sobre los Derechos del Niño en el año 2006, advierte al Estado sobre los riesgos implícitos en ciertas prácticas: “Al Comité le preocupa el gran número de adopciones internacionales y el hecho de que sólo la mitad de estas adopciones sean administradas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)…le inquieta especialmente que la práctica de ‘Casas de Adopción’ privadas aumente el riesgo de que personas se lucren con las adopciones (…). El Comité recomienda que el Estado Parte garantice que todas las adopciones internacionales se administren a través de una autoridad central (…) y que trate de dar prioridad a las adopciones nacionales.”
 
Otros factores de riesgo para la trata o tráfico de niños y niñas durante el proceso de adopción se relacionan con los hogares maternos. “El hecho que (…) estén adscritos a las IA genera dudas respecto de los niños y niñas que son entregados por las madres beneficiarias de estos programas, sobre todo en lo relacionado con los procesos previos al consentimiento. (Tampoco tienen) un sistema de seguimiento de las madres que se encuentran en la modalidad de atención externa, ni de las madres que desertan (sic) del programa y pueden caer en manos de redes de tráfico de niños. Tampoco se cuenta con programas de prevención que informen a las familias biológicas en relación al tráfico de niños y niñas.
En el caso de las familias de origen, “no contar con una red de apoyo social hace a las madres (…) vulnerables ante actores inescrupulosos que se benefician del tráfico de niños y niñas. La pobreza, la marginalidad y el escaso apoyo estatal a las madres gestantes hacen que opten por prácticas inadecuadas. La violencia intrafamiliar y el rechazo por parte de las familias extensas promueve que las madres oculten información y opten por buscar apoyo en otros contextos. No participar de ningún programa de prevención en relación al tráfico de niños convierte a las familias en un agente vulnerable susceptible de ser coaccionado por redes de tráfico humano (…). 
Por su parte el sistema de protección también presenta factores de riesgo para este tipo de trata: las decisiones del defensor de familia se basan “exclusivamente en aspectos legalistas sin tomar en consideración situaciones particulares a cada caso. La alta discrecionalidad del defensor de familia hace que los niños o niñas permanezcan en las instituciones de acuerdo al criterio personal y profesional del funcionario. Finalmente, es crítica su ausencia de los programas de prevención en relación al tráfico de niños y niñas. Asimismo, “El rol que ejerce el juez de familia dentro del proceso se limita a verificar documentación y aprobar el concepto del defensor de familia, propiciando que se dicten sentencias sin siquiera haber tenido un contacto exhaustivo con el niño o niña y su futura familia. (Tampoco) participa de ningún programa de prevención (del) tráfico de niños y niñas. 
Las agencias internacionales incurren también en prácticas de riesgo;  “La donación o altos costos monetarios solicitados por las agencias internacionales pueden derivar en que una familia opte por prácticas irregulares para acceder a un niño o niña. Los escasos seguimientos y monitoreos parciales y no sistemáticos al niño o niña adoptados no permiten establecer si hay situación de explotación y vulneración de derechos. No contar con programas preventivos que vinculen a las familias en relación al tráfico de niños hace que las familias que no quieran entrar a lista de espera o que no cumplan con los criterios de idoneidad opten por prácticas inadecuadas... 
“En relación con la familia adoptante, no asesorarse debidamente o desconocer la autoridad central (ICBF) como interlocutor legal promueve la demanda riesgosa de niños y niñas. 
Finalmente, “La inexistencia de un protocolo de seguridad en el proceso de registro (civil) hace que ocurra falsificación de documentos para la legalización del robo, hurto o ubicación” de niños en familias.
 

1.3. Explotación Sexual comercial de niñas, niños y adolescentes – ESCNNA-
Desde comienzos de la década del 2000 ONGs, organismos internacionales y el Estado han intentado establecer acuerdos y puntos de referencia para hablar de la ESCNNA; así se estableció una cifra estimativa de 35000 niños y niñas siendo víctimas en el país. Tal estimación se realizó con base en investigaciones que hasta ese momento se habían realizado en el país sobre la prostitución de menores de edad; otras modalidades no se reconocían por lo que hoy resultan anacrónicos e inadecuados dichos datos en tanto no dan cuenta de la magnitud, diversidad y complejidad del problema.
Los estudios que sirven de base para trazar políticas de prevención y atención han sido realizados en su mayoría por ONG, universidades privadas y entidades de cooperación internacional lo que evidencia una limitada inversión del Estado en esta área. Solo en algunas ciudades los observatorios de Infancia y Familia del ICBF han promovido o financiado la realización de estudios sobre el tema (Cartagena, Villavicencio, Bahía Solano, entre otros)
No obstante, estos estudios e investigaciones se han enfocado principalmente en las capitales de departamento y en zonas consideradas relevantes por razones turísticas o comerciales; temáticamente se han concentrado en la prostitución dejando por fuera de sus objetivos y alcances las otras modalidades; en conjunto las investigaciones abarcan apenas el 3 o 4 por ciento del territorio nacional y excepcionalmente incluyen niñas y niños indígenas, afrodescendientes, campesinos o con discapacidad; tampoco se evidencian, en general, caracterizaciones de los explotadores.

A pesar de que algunas formas de explotación sexual son generadas por los actores del conflicto armado, es cada vez más evidente el carácter endémico de la utilización sexual de niñas y niños por ciudadanos y ciudadanas de diversos perfiles. La investigación “Escenarios de la Infamia” establece dos categorías de perpetradores: los explotadores e intermediarios que se lucran comercialmente de manera directa e inmediata y los abusadores “mal llamados clientes, que conforman la demanda y son quienes sostienen todo el proceso (de la explotación sexual)”.
 Entre los primeros se incluyen desde algunas madres de los mismos niños y niñas hasta dueños de negocios de prostitución, taxistas y moto-taxistas, grupos armados ilegales y miembros de algunos gremios.
   
Entre los abusadores (clientes) no hay un perfil único, pues cobijan “una masa poblacional diversa en cuanto a su origen, clase social, actividad económica y edad (…) oficinistas, empresarios, vendedores ambulantes, vecinos, profesores, ‘ficheros’
, vigilantes, pensionados, vendedores de drogas, contrabandistas)”
 sin dejar de mencionar a miembros de grupos armados ilegales, policías y soldados, presos, comerciantes y empleados de plazas de mercado, conductores de buses y camiones, entre otros. 
Las nuevas dinámicas de la ESCNNA tienden a ubicarse en escenarios no tradicionales cercanos a los lugares de residencia y escolaridad de niñas y niños, fracturando la seguridad que se atribuía desde siempre al vecindario y a la escuela. Al mismo tiempo que ha crecido el interés institucional hacia la ESCNNA la sociedad parece haberse acostumbrado a la violencia que conlleva y tiende a asumirla como una forma de trabajo infantil, como una estrategia de supervivencia de familias pobres o como una conducta inmoral o delictiva del niño o niña generada en el seno de familias descompuestas.
Un factor que agrava la vulnerabilidad de los niños y las niñas a la explotación sexual es la explotación económica temprana; “El trabajo infantil doméstico, la recolección de basuras, la mendicidad y la venta ambulante así como actividades ilegales como el robo, el expendio y el tráfico de drogas han sido reportadas por niños y niñas como antecedentes inmediatos a su vinculación a la explotación sexual”

Hoy se reconoce que “Junto al desarrollo del turismo crece el turismo sexual principalmente en zonas como el Eje cafetero, el Valle del Cauca y el Caribe, especialmente en las ciudades de Barranquilla y Cartagena”
; aunque frecuentemente se asocia el turismo sexual con ciudades emblemáticas, la conducta de las personas que viajan de un lugar a otro con el propósito de establecer contactos sexuales con menores de edad, utilizando la infraestructura hotelera y de diversión del lugar, no es vista como delito.
Muchas ciudades del país son destinos del turismo sexual, aspecto que no ha sido claramente reconocido por los programas y políticas locales o nacionales que han intentado prevenir e intervenir el problema; esto ha generado concentración de recursos técnicos, de cooperación y financieros en algunas ciudades, descuidando otras zonas donde la utilización sexual de niños y niñas en el turismo es permanente: Cúcuta, Medellín, Cali, Bogotá, Melgar, entre otras.
“Recientes investigaciones indican que la producción, distribución y consumo de materiales pornográficos que utilizan NNA
 se ha incrementado en el país. En ciudades como Cúcuta, Medellín, Cali y Bogotá es posible obtener en tiendas de videos y centros comerciales CDs (o DVDs) con este tipo de imágenes; aun en la calle se comercializan fotografías de este tipo. Existen también cybercafés donde es posible tener intercambios sexuales con NNA mientras se observan páginas pornográficas en la red. Se ha incrementado el número de casos documentados de niños y niñas contactados a través de Internet para ser vinculados en redes de trata”.
 No obstante, las acciones del Estado para combatir la producción, distribución y tenencia de este tipo de materiales son insuficientes, pues campañas de prevención como la de Internet sano del Ministerio de Comunicaciones, se han dirigido a evitar el contacto de niños y niñas con materiales pornográficos en la web y el que sean contactados por extraños a través de este medio pero no existen programas para prevenir el enganche y la utilización de niños y niñas en la producción de los materiales pornográficos.
Con respecto a los Matrimonios forzados de niñas “en algunas regiones rurales de Colombia (sigue siendo) costumbre que los padres de una menor (sic) acepten que un hombre mayor, vecino de su comunidad, y de una mejor condición económica o una solvencia material o poder social de algún tipo, se lleve a su hija a cambio de ayuda en dinero o especie. Tácitamente se acepta que la niña, de edad mucho menor que el ‘benefactor’ tenga relaciones de tipo sentimental y sexual con aquel y que sirva en tareas domésticas. A veces incluso, este tipo de transacción se hace bajo la forma de un matrimonio legal”
. El problema aquí no es la edad de consentimiento sino la violencia no reconocida que implica este tipo de utilización sexual de las niñas.
1.3.1. Explotación sexual de niñas y niños en el conflicto armado
Para el año 2005 se estima en más de 1’600.000 las personas desplazadas por la violencia y esta población estaba conformada principalmente por niñas, niños y mujeres que “se han convertido en potenciales víctimas de trabajos forzados, prostitución y mendicidad…”
. El desplazamiento forzado no se ha detenido y sigue ocasionando “impactos específicos sobre la población femenina. Las niñas se ven enfrentadas a asumir labores de responsabilidad en el hogar, están expuestas al trabajo doméstico, a la prostitución y a los servicios callejeros”

De acuerdo con el Informe de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos del año 2007 “Los niños y las niñas se encuentran en situación especialmente precaria cuando son víctimas de desplazamiento por razones vinculadas al conflicto. Se siguen registrando casos de niños y niñas gravemente afectados por minas antipersonales, actos de violencia sexual, ataques indiscriminados y actos de terrorismo.
 

La violencia sexual es reiterativa en el conflicto armado y es perpetrada tanto por grupos armados ilegales como por las fuerzas armadas estatales; “Los menores vinculados a los grupos armados ilegales deben enfrentar terribles riesgos no solo como combatientes sino también como espías, mensajeros, sirvientes y esclavos sexuales”.
 Se han registrado numerosos casos de encierro, intimidación sexual, restricción de movilización e indumentaria e incluso tortura para obligar a niñas y mujeres adultas a someterse a sus exigencias de carácter sexual. 

Se han conocido informes y testimonios de niñas que fueron reclutadas entre los 11 y los 17 años
, algunas que pretendían huir de la violencia que padecían en sus familias y comunidades: “Varias jóvenes se vincularon al grupo armado porque estaban abusando sexualmente de ellas o eran maltratadas emocionalmente por parte de algunos familiares…Otra joven experimentó muchos problemas con su novio y se vinculó porque quería alejarse de él y por los rumores humillantes que estaban circulando en la comunidad acerca de su comportamiento sexual”
. 
Contrariamente a lo que imaginaban, en el grupo armado encontraron otras formas de violencia que implicaban restricciones a su autonomía sexual en tanto se les obligó a usar métodos anticonceptivos y a abortar; algunas se vieron forzadas a “tener relaciones sexuales íntimas cuando reconocieron que esto traía beneficios como más comida, mejores condiciones de vida y oportunidades para montar en carro en vez de caminar largas distancias, entre otros privilegios.”
.  

“Cuando las peladas entran a las FARC los comandantes escogen entre ellas. Hay mucha presión. Las mujeres tienen la última palabra, pero ellas quieren estar con el comandante para que las proteja. Los comandantes las compran: le dan a la pelada plata y regalos. Cuando uno está con un comandante no tiene que trabajar duro. Así que la mayoría de las peladas lindas están con los comandantes. Las muchachas pueden decir no a los hombres, pero es muy difícil no tener un novio. La mayoría de las muchachas que entran quieren estar con un comandante para poder tener privilegios y hacer lo que quieran. Uno ve a los comandantes con una cantidad de peladas muy jóvenes. El Comandante Topo tenía 52 años, y andaba con una novia de 16. Eso es típico.

Una perversa combinación de protección y privilegios supone un poderoso incentivo para que las niñas accedan a mantener relaciones sexuales con comandantes. “A pesar de que usualmente no se toleran la violación y el acoso sexual abierto, muchos militares utilizan su poder para acceder a relaciones sexuales con niñas. Estas relaciones pueden aparentar no ser forzadas, pero ellas tienen lugar en un contexto dentro del cual el comandante tiene una autoridad de vida o muerte sobre aquellos bajo su cargo”.

“Tuve marido ahí mismo como a los doce años, o sea, el sabía que yo todavía era una niña, me dijo que no fuera a tener miedo, que él no iba a abusar de mí, que el quería que fuera la mujer de él…

En el contexto de la confrontación armada, las niñas también deben enfrentar actos de violencia sexual por parte del Ejército: 
“Si llegué a sentir miedo porque el ejército,… por allá cogían a las guerrilleras y los soldados las violaban. Por eso de morir no me daba miedo sino de que el ejército lo llegue a coger a uno vivo. A una compañera la cogieron viva, ella se llamaba X, tenía como dieciséis… la cogieron y la violaron entre todos los soldados, más de cien, y a lo último, a lo que ya se cansaron todos, le metieron el calibre del fusil por la vagina y le dispararon, y después le echaron ácido sulfúrico. “

En este sentido, el Comité de los Derechos del Niño en su informe de 2006 ha manifestado su preocupación por el hecho de “que los niños continúen siendo víctimas de tortura y de tratos crueles y degradantes
. El Comité observa que, aunque miembros de grupos armados ilegales son los primeros responsables, agentes del Estado, en particular miembros del ejército, están también implicados. (…) En particular, el Comité expresa su preocupación por el número creciente de niñas que son víctimas de violencia sexual, y le llenan de inquietud los numerosos informes sobre violaciones cometidas por miembros del ejército (así como) otras formas de tortura y de tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos por funcionarios del orden (…)”.
 
1.3.2. Nuevos grupos armados ilegales

Como expresión y metamorfosis del conflicto el surgimiento de nuevos grupos armados ilegales, íntimamente relacionados con paramilitares desmovilizados, continúa haciendo víctimas de violencia a niñas, niños y adolescentes en contextos urbanos donde mantienen influencia; “resulta preocupante que a pesar del proceso de ‘desmovilización’ entre los grupos paramilitares y el gobierno colombiano, este no se ha traducido en un desmonte de sus estructuras… Entre el 1 de diciembre de 2002 y el 30 de junio de 2007…  344 personas han recibido tratos crueles, inhumanos o degradantes o han sido víctimas de torturas y 4.426 han sido víctimas de amenazas por grupos paramilitares”
 

La Alta Comisionada para los Derechos Humanos reconoce que “el país enfrenta importantes retos para consolidar el proceso de desmovilización por el surgimiento de nuevos grupos armados ilegales. Las estructuras, intereses y modus operandi de estos grupos no son homogéneos y el uso de términos idénticos para calificarlos a veces no logra dar cuenta de su gama de actividades, objetivos y alianzas. Sin embargo, constituyen fuente de legítima preocupación porque continúan ejerciendo violencia contra la población civil, como en los departamentos de Chocó, Valle del Cauca y Putumayo. 

“Las autoridades han detectado desmovilizados rasos y antiguos cuadros medios de las estructuras paramilitares a la cabeza de los nuevos grupos que operan en áreas que fueron de influencia paramilitar. Informaciones recibidas por la oficina en Colombia atribuyen vínculos entre estos nuevos grupos y líderes paramilitares desmovilizados que se acogieron a la Ley 975 de 2005. La Fiscalía se encuentra al frente de las investigaciones contra jefes paramilitares desmovilizados señalados de seguir delinquiendo desde la cárcel de Itagüí (Antioquia).

“Muchos de estos nuevos grupos se han involucrado exclusivamente en actividades ilícitas que implican intrínsecamente un control de territorio y población, como el narcotráfico, la extorsión, tareas de seguridad, el cobro de “cuotas de seguridad” y otras actividades ilegales. (…). Sus actividades afectaron notablemente a la población a través de homicidios, masacres, actos de “limpieza social”, amenazas de muerte y reclutamiento de menores.”
. Al parecer mantienen  nexos con servidores públicos, poderes locales y su influencia económica tiende a estimular la corrupción entre las autoridades. 

Otros informes revelan que ejercen una poderosa influencia en barrios deprimidos de ciudades como Medellín. “El control que estos grupos ejercen sobre los jóvenes rebasa lo meramente territorial. Muy a menudo se convierten en controladores de ámbitos personales y culturales como son la moda, los horarios y posibilidad de circulación. De igual forma son quienes dirimen conflictos de toda clase, imponen castigos y  ‘hacen justicia’ por su cuenta”

La citada investigación de la Fundación Restrepo Barco, la Fundación Renacer y Plan Internacional comprobó la presencia de los actores del conflicto armado en 9 ciudades, donde controlan el comercio, la diversión, la distribución de sustancias psicoactivas, la prostitución de niñas y de mujeres adultas, los juegos de azar y el transporte público siendo además actores principales de la explotación sexual de niñas y niños como proxenetas, tratantes y abusadores (clientes).

Menciona el estudio como “a pesar de haberse desmovilizado oficialmente, ejercen control sobre las actividades cotidianas de sus habitantes. (…) tienen un poder político y judicial que ejercen a través de asesinatos selectivos, amenazas perentorias, expulsión de… aquellas personas a su juicio indeseables, limpieza social, pero también con acciones de corte populista como entrega de víveres y otras mercancías, ganando entre la gente el reconocimiento y aceptación de sus métodos…”

En Medellín, por ejemplo, “exigen impuestos a las mujeres adultas y a las niñas en prostitución para poder permanecer en ciertas zonas; cuando las niñas son demasiado dependientes de las drogas, las expulsan de la zona, las agraden físicamente de manera violenta, las violan o las asesinan. En “Sincelejo, Cúcuta, Montería… persiguen a los niños travestidos porque, al menos en público, rechazan su orientación y su conducta, aunque en privado, muchos de ellos sostengan relaciones con estos chicos.”
 

A cambio de dinero o de protección o para evitar ser castigadas las niñas son sometidas a repetidas violaciones; “para evitar la pena de muerte, una niña que había trasgredido una de sus normas o se había negado a sostener relaciones sexuales con un miembro del grupo armado, debió acceder a sostener relaciones por varios días con el comandante. Posteriormente fue obligada a irse de la ciudad”

También se hallaron nexos estrechos entre secuestro, trata y explotación sexual donde las niñas son “contactadas en calles, establecimientos y comunidades y trasladadas bajo coacción, amenaza o engaño hacia los campamentos donde  son abusadas sexualmente de manera reiterada por los comandantes y otros miembros del grupo” 

La utilización sexual de niñas y niños con discapacidad dentro del conflicto armado no ha sido documentada.

2. La aplicación y desarrollo de la ley para enfrentar el problema

2.1. Principio del interés superior  y prevalencia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

A pesar de contemplarse estos principios en la Constitución y las leyes colombianas, en especial en el Código de infancia y adolescencia -ley 1098 de 2008- que incorporó los postulados de la doctrina de la protección integral, hay un deterioro creciente de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.
El "interés superior", ha tenido un desarrollo constitucional significativo y se le ha catalogado como principio que limita y orienta todas las decisiones en las que se ven involucrados los derechos de los niños, niñas y adolescentes
. También se le asigna una importante función hermenéutica, en tanto permite interpretar disposiciones de orden internacional, constitucional o legal sobre los derechos de los niños y niñas, facilitando la resolución de incompatibilidades en el ejercicio conjunto de dos o más derechos respecto de un mismo infante; así como zanjar la toma de decisiones para las cuales no existe norma expresa.   

A pesar de encontrarse consagrados como principios rectores en el actual Código de Infancia y Adolescencia, en la práctica no han sido suficientemente comprendidos por buena parte de los funcionarios y autoridades del Estado y por la sociedad en general; y ello se refleja en decisiones judiciales y administrativas sobre los niños y las niñas en las que no se ponderan sus derechos, ni se tienen en cuenta sus opiniones. 

Garantías que hacen parte del debido proceso en las actuaciones en que se encuentran involucrados niños, niñas y adolescentes no se hacen efectivas; se han conocido casos de adolescentes víctimas de explotación sexual comercial que resultan no sólo judicializados sino privados de la libertad.  

Caso No. 2009-80173 de fecha 12 de abril de 2009, del Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes en Bogotá: un adolescente de 17 años de edad, víctima de explotación sexual comercial, causó lesiones físicas al adulto explotador; consecuencia de ello, el joven fue judicializado y privado de su libertad en un centro de internamiento de adolescentes, sin que se le reconociera su calidad de víctima de la conducta de explotación sexual. Incluso la defensa debió explicar al juez que la explotación sexual es en Colombia un delito penal. Ello revela el oscurantismo en que se encuentra la normatividad penal relativa a la explotación sexual y respecto de los principios relacionados con los derechos de la niñez.

2.2. Principios de igualdad y no discriminación
A pesar de la insistencia de la Corte Constitucional para que se definan protocolos de atención diferenciada, los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes desplazadas no han contado, salvo algunas excepciones, con atención específica en protección, salud, educación y vivienda. 

Insiste la Defensoría del pueblo en su informe 2004- 2008, en que la discriminación que se basa en el origen étnico, que afecta no sólo a las poblaciones indígenas sino también a los afrodescendientes, disminuye las posibilidades de que sus niños y niñas accedan a los mínimos bienes y servicios de educación y salud especialmente por condiciones culturales o falta de registro civil y los hace frecuentemente víctimas de malos tratos, violencia y explotación.

En relación con los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad, la Corte Constitucional en el marco de protección de las personas desplazadas con discapacidad, en la sentencia T-025 de 2004, refiere que el Estado, con su indiferencia profundiza la discapacidad y la discriminación que sufre la población desplazada con limitaciones físicas, mentales, intelectuales o sensoriales. La omisión del Estado conduce a anular o restringir los derechos y libertades de las personas con discapacidad y a excluirlas de beneficios y oportunidades necesarias para mejorar sus condiciones de vida
.

La compleja situación de acceso y permanencia de los niños, niñas y adolescentes desplazados al sistema educativo, se ve agravada cuando tienen una deficiencia física, sensorial, mental o intelectual. Como con anterioridad lo expresó la Corte en el Auto reseñado, la presencia de una discapacidad constituye una barrera que se superpone a los problemas transversales de los niños y niñas “hasta el punto de constituir a los niños, niñas y adolescentes con discapacidad en el segmento más débil, desprotegido y vulnerable del conjunto de los menores de edad desplazados”. 

El alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, reiteradamente ha mostrado su preocupación por la especial situación de vulnerabilidad que afecta a las mujeres, niñas y niños frente a conductas antijurídicas que lesionan o ponen en peligro sus derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal, a la libertad individual y a la integridad y formación sexuales, o que afectan la armonía y la unidad en la familia. Esta Oficina continúa registrando casos de violaciones de los derechos humanos e infracciones de la normativa humanitaria cuyas víctimas son mujeres, niñas y niños; tal observación también recae en conductas de omisión o negligentes de las autoridades nacionales con respecto a la violencia en el seno del grupo familiar y la violencia materializada en violaciones, actos sexuales abusivos, prostitución forzada y esclavitud sexual.
2.3. De la prohibición de la venta de niños.

Colombia no posee una normatividad que contemple todas las modalidades  de venta de niños, como en los casos en que mediando compensación económica se entrega a niños con o sin relación de filiación, eludiendo procedimientos de custodia, cuidado y adopción con el fin de establecer una relación análoga a la filiación; hasta la fecha no existen condenas de responsabilidad de personas naturales o jurídicas relacionadas con el tema de adopciones irregulares.

Quizás la única acción relevante del Estado de que se tiene noticia respecto de las adopciones irregulares es el requerimiento que la Procuraduría General de la Nación hizo al ICBF en torno a versiones sobre donaciones que han recibido casas privadas de adopciones, por la entrega de niños a familias extranjeras. El Ministerio Público, solicita a esta institución que "explique los controles ejercidos sobre las casas de adopción privadas, que en el año 2005 entregaron a familias extranjeras 383 niños y niñas, a cambio de lo cual recibieron por donación cerca de 2 millones 310 mil dólares”.
Según la Procuraduría, las ocho casas de Adopciones existentes en el país reciben en promedio por cada niño entregado en adopción la suma de 600 mil dólares. El 30% del total de dineros recibidos fueron depositados en cuentas bancarias abiertas en Panamá, Islas Caimán, New York y Miami; el 70% restante fue consignado en cuentas nacionales. Cuatro de las casas de adopción desarrollan adicionalmente programas diferentes a los incluidos en las licencias de funcionamiento otorgadas sin que exista ningún control sobre estas actividades por parte del ICBF
.  No se sabe qué consecuencias se derivaron de este concepto.
2.4. El sistema normativo colombiano respecto de la explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes.

Un análisis del sistema normativo en relación con la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes, evidencia vacíos importantes en la legislación penal como herramienta complementaria a las políticas de protección para hacer frente a las nuevas modalidades del delito. Estos vacíos se traducen en dificultad para los operadores judiciales en la interpretación y aplicación de la ley generando un alto índice de impunidad. 

2.4.1. Prohibición de la prostitución infantil.

La Defensoría del Pueblo considera que no se puede hablar de niñas o niños que se prostituyen puesto que ellos no están en condiciones de comprender ni consentir su propia explotación sexual, por ello insiste en que siempre debe considerárseles como víctimas

Aún cuando desde la perspectiva de los derechos humanos constituye un delito y una de las peores formas de vulneración de derechos, la prostitución infantil sólo se denomina según los tipos penales de inducción, constreñimiento y estímulo a la prostitución de menores de edad (Arts. 213, 214 y 217 de la ley 599 de 2000, Código Penal) que aluden al beneficio de un tercero que erotiza, ‘vende’ y explota el cuerpo de los niños y niñas en beneficio propio. 

Estas conductas no son reconocidas en el ordenamiento penal con la misma importancia de otros actos que vulneran el bien jurídico de la libertad, integridad y formación sexual. Parte de ello radica en que las conductas penales que se encuentran bajo el título de delitos contra la libertad, integridad y formación sexual del Código Penal se refieren al abuso sexual; es decir, la legislación colombiana sanciona la violación o el abuso sexual mas no la explotación sexual. A pesar de que se penaliza a quien la promociona o favorece, la conducta del cliente– explotador- abusador permanece impune. 
Dentro de las recomendaciones que se hacen en el Plan Nacional de prevención y erradicación de la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes, un instrumento de política pública en la materia, poco desarrollado, se explicita la necesidad de tipificar la conducta del “cliente” explotador o abusador, por ser este quien genera y sostiene la problemática y quien directamente utiliza el cuerpo de la víctima. Al igual que lo planteado para el delito de trata de personas, la situación de vulnerabilidad de la víctima impide que su consentimiento sea tenido en cuenta para la exoneración de la responsabilidad penal del explotador y la pena propuesta para este delito debe tener en cuenta la gravedad del hecho y el daño producido a la víctima, que en este caso es una niña, un niño o adolescente
El Código Penal define el delito de estímulo a la prostitución de menores (sic) en el artículo 217: “El que destine, arriende, mantenga, administre o financie casa o establecimiento para la práctica de actos sexuales en que participen menores de edad, incurrirá en prisión de 10 a 14 años y multa de 66 a 750 salarios mínimos legales mensuales vigentes. La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima”. Este delito persigue la prostitución de niños y niñas en establecimientos pero no la que ocurre en otros lugares como calles, vehículos, parques o playas.  
El artículo 213 tipifica el delito de inducción a la prostitución: “El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, induzca al comercio carnal o a la prostitución a otra persona
, incurrirá en prisión de 10 a 22 años y multa de 66 a 750 salarios mínimos legales mensuales vigentes.” 

Por su parte el artículo 214, se refiere al constreñimiento a la prostitución: “El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, constriña a cualquier persona
 al comercio carnal o a la prostitución, incurrirá en prisión de 9 a 13 años y multa de 66.66 a 750 salarios mínimos legales mensuales vigentes.” 
Ambos delitos se agravan, aumentando la pena, cuando la conducta se realizare en persona menor de 14 años (artículo 216, inciso 1° Código Penal); es decir, cuando la actividad no se encuadre en el artículo 217 (estímulo a la prostitución de menores) habría que aplicar los artículos 213 y 214 que se refieren a personas adultas cuyas sanciones se agravan cuando la víctima es menor de 14 años.
Por su parte, el cliente solo podría ser procesado por el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años o de actos sexuales con menor de 14 años (artículos 208 y 209 del Código Penal, ninguno de los cuales contempla la protección de personas entre 14 y 18 años). Según el artículo 211, las penas de estos delitos se aumentarán, entre otras circunstancias, cuando se realizare sobre persona menor de 14 años. 
La explotación sexual comercial de personas entre los 14 y 18 años estaría sancionada únicamente con el delito de estímulo a la prostitución de menores. En este caso, se dejaría sin sancionar al cliente que explote al adolescente en este rango de edad, salvo que se sancione por otro delito (acto sexual o acceso carnal), que se configure independientemente de la edad de la persona. 

Por otra parte, el artículo 219-A del Código Penal, establece el delito de Utilización o facilitación de medios de comunicación para ofrecer servicios sexuales de niños y niñas: “El que utilice o facilite el correo tradicional, las redes globales de información, o cualquier otro medio de comunicación para obtener contacto sexual con menores de 18 años, o para ofrecer servicios sexuales con estos, incurrirá en pena de prisión de 10 a 14 años y multa de 66 a 750 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Las penas señaladas en el inciso anterior se aumentarán hasta en la mitad cuando las conductas se realizaren con menores de 14 años.”
El concepto de explotación sexual de niños y niñas es mucho más amplio que el de proxenetismo, pues incluye, no sólo la conducta del proxeneta sino también la de los intermediarios y especialmente, la del cliente abusador; por otro lado, comprende no solo la utilización de niños y niñas en la prostitución sino también la pornografía, el matrimonio servil y la trata con fines sexuales de personas menores de 18 años.

2.4.2. Pornografía infantil
El delito de pornografía infantil (Artículo 218 Código Penal) sanciona únicamente el acto de fotografiar, filmar, vender, exhibir o comercializar material pornográfico que involucre niños, niñas o adolescentes; la norma penal no sanciona otras conductas de igual gravedad como la posesión o tenencia de dicho material.
Es imperativo sancionar esas otras conductas que contribuyen a la cadena del delito de pornografía infantil, considerando que este tipo penal no se inicia ni termina con la filmación o compra y  venta de material pornográfico donde intervienen menores de 18 años sino que atraviesa otros procesos como la distribución, divulgación o la posesión de este material por cualquier medio de comunicación incluida la Internet.
Recientemente fue aprobada una ley por el Senado -que pasa a conciliación con el texto aprobado por la Cámara- que establece cárcel entre 8 y 20 años de cárcel para quien fotografíe, grabe, produzca, divulgue, compre, venda, porte, transmita o exhiba, por cualquier medio, para su uso personal o intercambie pornografía infantil.

2.4.3. Turismo sexual.
Para la Defensoría del Pueblo desde la perspectiva de derechos humanos es imprescindible comprender el turismo sexual como una forma de explotación sexual de niños y niñas; agrega que  los principales agresores  son extranjeros que visitan el país y que so pretexto de conocer las playas caribeñas compran, erotizan y explotan el cuerpo de nuestros niños y niñas
. 
Esta conducta fue suprimida de la ley penal que la tipificaba en el art 219, derogado por la ley 747 de 2002. Es importante que la normatividad visibilice explícitamente la explotación sexual de niños y niñas asociada al turismo sexual, es decir, que deje claramente tipificada la conducta del facilitador-intermediario (agentes de viaje, personas del sector hotelero, taxistas) así como los bienes muebles e inmuebles utilizados para la comisión del delito (bares y establecimientos nocturnos, hoteles y moteles, vehículos, navíos, etc.) definiendo claramente la conducta del turista sexual y su responsabilidad penal como cliente-explotador. 

La ley 679 de 2001 definió obligaciones para las entidades del sector turístico y hotelero y para las proveedoras de servicios de internet en relación con la prevención de la explotación sexual de niños y niñas, entre ellas el deber de denuncia, el deber de advertencia y la adopción de códigos de conducta aplicables a sus clientes, empleados y proveedores; el cumplimiento y observancia de estas obligaciones deberían ser supervisadas y controladas por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y por el de Comunicaciones con apoyo de la Policía Nacional; aunque cerca de 1200 hoteles en el país suscribieron códigos y el Ministerio ha desarrollado procesos de capacitación la ley no previó mecanismos expeditos para el seguimiento y control por lo que no se conocen resultados en términos de denuncias concretas ni de la aplicación de los códigos. 
También se han bloqueado diferentes páginas de internet y se han capturado algunos miembros de redes de pornografía infantil, resultados insuficientes en relación con la magnitud real y potencial de este delito.
2.4.4. La trata de niñas, niños y adolescentes con fines sexuales  
El Estado colombiano no ha adelantado los trámites legales para poner en vigencia la Convención Interamericana sobre restitución internacional de menores, aprobada por la Ley 880 de 2004, que contribuiría a devolver al país los niños y niñas víctimas de trata; solo en 2008 el grupo de Restitución Internacional del ICBF, repatrió 29 niños y niñas víctimas.  

En el tema de matrimonio de niñas y adolescentes, la  sentencia C- 507-04 de la Corte Constitucional, declaró inexequible el límite de doce años contenido en el artículo 142 - 2 del Código Civil, que introducía la diferencia de trato entre hombres y mujeres al establecer la edad mínima para casarse, ya que desconoce la igualdad de protección entre niños y niñas. Para la Corte es inconstitucional fijar la edad mínima a los 12 años de edad para que las mujeres contraigan matrimonio cuando ésta es de 14 años para los varones. Esta diferencia afecta: el derecho al desarrollo libre, armónico e integral de las niñas y el pleno ejercicio de sus derechos; el derecho a que el Estado adopte las medidas de protección adecuadas y necesarias para garantizar tales derechos y el derecho a la igualdad de protección de los niños y las niñas. Fijar en 12 años la edad mínima a partir de la cual las mujeres pueden contraer matrimonio, desconoce los mínimos de protección a que tienen derecho, así como el principio de igualdad en la protección. Concluye entonces la  Corte Constitucional que el MATRIMONIO PRECOZ DE MUJER ADOLESCENTE- es inconstitucional por desconocer un mínimo de protección
. 

Si bien esta sentencia establece condiciones de igualdad en el caso de los matrimonios legales de niñas y niños es importante cuestionar tanto la conveniencia de permitir el matrimonio de menores de edad como las implicaciones que esta práctica pueda tener para promover la explotación sexual de las niñas en la modalidad de matrimonio servil como fin de la trata de personas.

2.4.5. Operatividad de la ruta de atención a víctimas de explotación sexual.

A pesar de que el Estado ha hecho grandes esfuerzos a través de la creación de centros de atención, como los CAIVAS (Centros de atención Integral a Víctimas de Abuso Sexual), los CAVIF (Centros de Atención Integral a la Violencia Intrafamiliar) y las UAO (Unidades de atención y orientación a población desplazada), para la atención a víctimas de violencia sexual, en las actuaciones interinstitucionales existe desconocimiento de las competencias propias  y de las demás instituciones. La coordinación interinstitucional de operadores u operadoras en el tema de violencia sexual, fue objeto de estudio de la Defensoría del Pueblo que evidenció que en muchas Comisarías de Familia no hay claridad en la aplicación del Código de la Infancia y la Adolescencia en relación con medidas de restablecimiento de derechos para niños, niñas y adolescentes víctimas de maltrato infantil, violencia intrafamiliar y violencia sexual. 

Destaca la Defensoría, que esta misma situación se observó en las Defensorías de familia. Los funcionarios y funcionarias continúan asumiendo las problemáticas a través de la normatividad anterior (Código del Menor de 1989), lo que hace que no se cumpla con el principio de protección integral y que no se produzca un verdadero restablecimiento de derechos. De la misma manera la Policía Nacional y la Policía de Infancia y Adolescencia, no tienen suficiente claridad sobre las nuevas competencias otorgadas a Comisarías de Familia y Defensorías de familia, por la ley 1098 de 2006 lo que trae como consecuencia que  las víctimas de violencia intrafamiliar y violencia sexual, sean objeto de revictimización, al ser trasladadas a la autoridad no competente. Agrega que la Fiscalía General de la Nación, en su aplicación de competencias para conocer de delitos sexuales, se abstiene de imponer medidas de protección provisionales, haciendo caso omiso a lo previsto en la ley 1142 de 2007. Por su lado el Instituto Nacional de Medicina Legal, limita su intervención a la práctica de dictamen médico, sin una mirada integral que permita contribuir al restablecimiento de derechos de las víctimas
. 
2.4.6. Los niños, niñas y adolescentes como víctimas de explotación sexual comercial

Los derechos de niños niñas y adolescentes explotados sexualmente deben ser analizados a partir de su reconocimiento constitucional y legal como víctimas: toda persona natural o jurídica que haya sufrido un daño, detrimento o perjuicio por los efectos derivados de la comisión de un injusto penal, tiene el derecho a una reparación integral, esto es, a conocer la verdad, a que se haga justicia, a que se le restituya el goce efectivo de los derechos conculcados y a que se le repare el daño
. En tanto sujetos de especial protección del Estado, este está obligado a garantizar la vigencia y materialización de sus derechos; no sólo aquellos que en el marco del sistema penal acusatorio les asiste (derechos de reparación), sino también desde el marco del conflicto armado.
En el mismo sentido, “la Corte Constitucional, al tener en cuenta la generalidad y gravedad de los casos de violencia sexual en contra de mujeres … establece como patrones de ocurrencia de estas violaciones: … como actos de retaliación y amedrentamiento en contra de mujeres señaladas de tener relaciones familiares o afectivas con algún miembro o colaborador de algún grupo armado; en contra de las niñas, jóvenes y mujeres reclutadas forzadamente por los grupos armados; como sanción en contra de las mujeres que infringen con su comportamiento público o privado los códigos sociales de conducta impuestos de facto por los actores armados; como mecanismos de persecución política en contra de mujeres que integran organizaciones sociales, comunitarias o políticas. Sin embargo, a pesar de los avances de los instrumentos internacionales y de algunas decisiones judiciales expedidas por tribunales nacionales sobre esta materia, es grave que los crímenes sexuales perpetrados en contra de las mujeres en el conflicto armado, se caracterizan por una alta impunidad. Situación que se agrava en el marco del proceso de *desmovilización*  que adelanta el gobierno en Colombia con los grupos paramilitares, pues en la aplicación de la Ley 975 de 2005, miembros de los grupos paramilitares en sus versiones libres (ocultaron) los crímenes cometidos en contra de las mujeres, en particular los que se refieren a violencia sexual”

Tal como ha señalado la Alta Comisionada para los Derechos Humanos (2007) “Los problemas estructurales de la administración de justicia colombiana persisten. Algunos de éstos son: falta de denuncia de delitos ante las autoridades, dificultades en el acceso a la justicia, insuficientes recursos financieros y tecnológicos (a pesar de los incrementos presupuestales), falta de criterios unificados en la aplicación de las leyes, alta carga de trabajo de fiscales y jueces, lentitud en el avance de los procesos y casos de corrupción.”
 Adicionalmente existen limitaciones de acceso (de las víctimas) a asesoría jurídica y representación judicial adecuadas.

“El panorama es mas desalentador al observar las notables debilidades respecto a los estándares internacionales que se encuentran en la política de reparación para niños y niñas victimas. Los escasos avances en la materia carecen de: la determinación del universo de victimas, la identificación minuciosa de los daños generados por los hechos de violencia consecuentes con un enfoque diferencial; la generación de propuestas a partir de sus necesidades, intereses y motivaciones; el consenso frente a su condición de victimas; la aceptación de la responsabilidad estatal en estos crímenes; desarrollos legislativos claros en términos de acceso a la RI
 entendida como el conjunto de medidas orientadas a la satisfacción, indemnización, restitución y rehabilitación en términos individuales y colectivos, sumado a políticas que garanticen que estas medidas de reparación prevalezcan en el tiempo y se generen los medios para que nunca mas se vuelva a afectar a la niñez colombiana”

Colombia carece de una política pública estatal que brinde atención integral y diferenciada a las mujeres, niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia y explotación sexual dentro y fuera del conflicto armado para garantizar la restitución de sus derechos. Esta situación ha hecho que, por ejemplo, el Estado no haya avanzado en la investigación de los casos registrados sobre violencias de género en el marco del conflicto; que no haya determinado las circunstancias alrededor del incidente, los perpetradores, los métodos usados y las conexiones entre los incidentes y las víctimas; tampoco ha investigado los patrones de violencia que permitan avanzar en la documentación de casos en virtud de los cuales se podría verificar si la violencia de género en Colombia ha sido sistemática o generalizada. 

El sistema legal y judicial carece de derroteros suficientes que ayuden a la efectiva investigación y judicialización de los hechos de violencia contra las mujeres y niñas; esto constituye una barrera importante para que las víctimas puedan: acceder a la justicia, conocer la verdad sobre los hechos de los cuales fueron víctimas y obtener una reparación integral por los daños sufridos. Estos procesos constituyen un requisito y un principio básico hacia la verdad, la justicia y la reparación, sin lo cual no es posible que los derechos de las mujeres, niños y niñas víctimas se gocen efectivamente. 

Finalmente, la Defensoría del pueblo ha expresado que es necesario evitar la revictimización de los niños y las niñas en el marco de los de los procesos públicos y orales. Es necesario tener en cuenta que el Código de la Infancia y Adolescencia no puede convertirse en un principio generalizado para favorecer la descongestión de la justicia y su celeridad sino que se debe buscar la humanización y la garantía de una justicia reparativa pública, teniendo en cuenta las características de cada hecho delictivo.

3. La Prevención de la Venta, la trata y la explotación sexual comercial de niñas y niños
“Algunas veces vienen personas y nos aconsejan diciéndonos que no caigamos ni en drogas, ni mucho menos que dejemos que nos exploten, que los denunciemos”

La mayoría de las iniciativas que se han desarrollado en el país para la prevención de la trata de personas, la pornografía y la explotación sexual de niñas y niños han sido lideradas por ONGs y organismos internacionales como UNICEF, UNFPA, UNODC y OIM; de hecho, aunque estas acciones han involucrado invariablemente a las entidades estatales como socios y destinatarios también es cierto que lo han hecho en cumplimiento de sus propios objetivos misionales. 
La sociedad civil tiene muy poca participación en estos procesos, en particular las ONGs de derechos humanos y así lo ha notado el Comité de los Derechos del Niño al considerar que “la función de la sociedad civil y, en concreto, de las ONG sea más bien limitada en cuanto a la promoción y aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. El Comité considera que el Estado Parte no tiene plenamente en cuenta la importancia de contar con una sociedad civil activa y diversa. Además, el Comité lamenta que las tareas de los defensores de los derechos humanos hayan sido impugnadas por altos funcionarios.”

En el caso de la explotación sexual comercial de niñas y niños, por ejemplo, muchas de las acciones desarrolladas han obedecido a la aplicación del Convenio 182 de la OIT gracias a la fuerte incidencia política y financiera del Programa IPEC; no se reconoce ni asume el Protocolo como marco de referencia de las políticas en esta materia. En las consultas adelantadas con organizaciones para la elaboración de este informe, se reconoce que “han existido programas de mayor impacto en la población pero han sido con recursos de cooperación internacional y  por la gestión en la mayoría de los casos de las ONG”. También afirman que “Las acciones que existen son aisladas, lideradas por ONG, pero no hay difusión de los temas que trata el Protocolo, el enfoque que utilizan muchas de estas campañas ha sido dirigido a la prevención del abuso sexual y dan por hecho que allí está inmersa la prostitución, pornografía y venta de niños.”

En otras ciudades se observan acciones coyunturales, sin continuidad: “no hay una campaña clara, precisa y reiterativa que divulgue las sanciones y conductas del Protocolo Facultativo, solo queda en espacios cerrados o en momentos de emociones. Estas campañas deben ser constantes motivadoras y de continua divulgación.
 Para muchas organizaciones se reconoce el trabajo infantil, la mendicidad y la prostitución de las niñas y los niños como las situaciones visibles y relevantes pero otros temas y otras poblaciones vulnerables no se mencionan ni se abordan porque no hay programas de divulgación, formación de funcionarios públicos ni sensibilización de la ciudadanía. En otros casos se afirma que a través de los medios de comunicación se conocen situaciones que afectan a la niñez o algunas normas a nivel nacional; pero, “en la zona hay silencio sobre el fenómeno o simplemente se dan rumores”.
  
Desde la percepción de ONG que trabajan en las provincias “En los medios de comunicación a nivel nacional, se hace prevención, investigación y denuncia. A nivel local, no se conocen acciones.” Al mismo tiempo, para algunos funcionarios de ONG “Los medios de comunicación no hacen un periodismo respetuoso, vulneran los derechos de los niños, continúan utilizando términos peyorativos y pareciera que no se interesaran en el tema para abrir debates entorno a la problemática, movilizar a la sociedad sino para fomentar pánico y transmitir mensajes distorsionados sobre las causas que desencadenan el problema”
.
Organizaciones consultadas en regiones muy afectadas por la trata y la explotación sexual de niños y niñas como el eje cafetero, afirman que “la temática ha tomado relevancia por el nivel de afectación a la población infantil y adolescente, las intervenciones preventivas son escasas por parte de las instituciones que están en la capacidad de hacerlo. En este sentido, es importante (…) buscar estrategias que permitan realizar campañas informativas para el reconocimiento e información sobre la problemática de explotación sexual evidenciada”
 

En algunas ciudades existen Comités Interinstitucionales que se ocupan de diferentes situaciones que afectan a la niñez, tales como Consejos Locales, Comités de Buen Trato, Comités de Trabajo Infantil casi siempre conformados por las mismas entidades, poco capacitados, con una alta rotación del personal y con una carga inmensa y múltiple de obligaciones que no les ha permitido desarrollar una clara visión de las problemáticas de que trata el Protocolo ni de su abordaje. No existe información disponible sobre casos denunciados, número de víctimas, procesos penales en curso o judicializados lo que contribuye al ocultamiento de los problemas y a la carencia de líneas de base ciertas para definir sus planes y programas de acción.
“En general los colegios en Bogotá tienen poca iniciativa para orientar y formar a los niños, niñas y adolescentes sobre la pornografía ya que este es un tema tabú. Sin embargo no hay que dejar por fuera a los colegios que están queriendo incrementar sus conocimientos sobre el tema.”

Aunque algunos proyectos de prevención emanados desde el Estado central entre los años 2003 y 2006, tales como el Tercer Plan de Erradicación del Trabajo Infantil, el mismo Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la ESCNNA, la política Haz Paz y el Proyecto Redes contra la ESCNNA, fueron en su momento socializados y aplicados en varias ciudades capitales de Departamento y municipios intermedios, hoy en día en muchos municipios estos programas ya no operan y son prácticamente desconocidos por las comunidades y aun por las propias organizaciones sociales. “El plan existe desde 2006, sin embargo su difusión ha sido muy limitada, incluso entre funcionarios y comunidades educativas. Hay desconocimiento de la sociedad en general.
 

Una constante en la implementación de planes y programas ha sido la ausencia de participación de comunidades, niñas, niños y adolescentes. “El nivel de participación del sector empresarial, medios de comunicación, sector educativo y la sociedad civil (comunidad en general) es bajo por su desconocimiento o por falta de sensibilidad frente al tema. La participación de los NNA y la comunidad es limitada. No existe una participación real de NNA (sic) ya que no tienen vocería (ni) incidencia política en las acciones”.
 

“Pues que hagan especies de grupos juveniles en los que todos seamos recibidos, sin discriminación; y que vayan a los colegios dando una enseñanza y consejos”

El panorama es aún más grave en el caso de niños y niñas con discapacidad por el fenómeno del ocultamiento: “El tema de discapacidad no está visibilizado de manera específica en los planes de prevención. De entrada, la población con discapacidad no es considerada en el imaginario como posible víctima de estas situaciones. La discapacidad tiene el fenómeno de ocultamiento, igualmente los temas de prostitución, pornografía y trata se mueven en la oscuridad; entonces si se suman ambos factores nos encontramos con la dificultad de cómo visibilizar la problemática. Desde la formulación de diversos proyectos o de las mismas políticas públicas se realiza un ocultamiento de la población con discapacidad cognitiva o física (ya que) no serian blanco de utilización en actividades de explotación sexual y por ello no hacen parte del planteamiento de los mismos.”
 
En el capítulo sobre objetivos, metas y estrategias del Plan País (Plan Decenal de Infancia 2004-2015), por ejemplo, no tiene en cuenta a los niños y niñas en situación de discapacidad.
 Este plan, que pretende ser el marco general de la política de niñez en el país para cumplir entre otras cosas con compromisos internacionales tampoco considera a los niños y niñas indígenas víctimas de explotación sexual o trata. Algo similar ocurre con niños y niñas en situación de desplazamiento; no se considera que la trata y la explotación sexual puedan ocurrir de manera simultánea al desplazamiento; este Plan Decenal que lanzado en noviembre de 2008 no ha sido divulgado suficientemente.

Por otra parte, “el programa de adopciones, al no implementar… una estrategia de prevención, reflexión y compromiso respecto de la trata de niños – en especial aquella que persigue la adopción como medio o como fin-  favorece la desinformación en la comunidad y en especial en las familias con intención de adoptar. Los actores desconocen su responsabilidad con el fenómeno.  Este contexto de desinformación es aprovechado por redes locales de tráfico, de las cuales el estudio confirma su existencia, como redes activas dispuestas a la trata de niños y niñas, listas a captar a los padres que son rechazados por el Programa o no se acercan a él” 

El informe de Estado es prolijo en reseñar las acciones realizadas por el Estado y la cooperación internacional; sin embargo no presenta evaluaciones de los resultados de las acciones, programas y planes de prevención puestos en ejecución. No existen procesos ni procedimientos definidos para evaluar y hacer seguimiento a tales acciones ni el impacto sobre las condiciones de vida de los niños y las niñas que se hallan en situación de riesgo frente a la venta, la trata y la explotación sexual.
Por otro lado, la mayoría de estas acciones y estrategias se localizan en la capital del país y en algunas ciudades capitales de Departamento donde se concentran las ONG, la cooperación internacional y los centros de investigación; en esa medida, pocas veces la información y los programas llegan a los lugares apartados donde ocurren muchas violaciones a los derechos de los niños y las niñas. 
Varias organizaciones de la sociedad civil consideran que “estas temáticas son de conocimiento, competencia y responsabilidad de organizaciones especializadas”
; en esa medida aunque trabajen cotidianamente con niños y niñas en otras áreas, como la educación, la participación, la salud sexual y reproductiva, etc., contenidos de prevención de la venta, prostitución y pornografía de niñas y niños no son incluidos en sus planes de acción y por lo tanto estas organizaciones tienen muy poco poder para incidir y exigir al Estado el cumplimiento de sus obligaciones de promoción de los derechos y prevención de su amenaza o vulneración. 

Finalmente hay que señalar que el Informe del Estado hace un énfasis muy significativo en el tema de la prevención de la explotación sexual comercial pero ignora otros temas incluidos en el Protocolo Facultativo, tales como el trabajo forzado, la venta de niños y niñas, las adopciones ilegales así como a niños y niñas discapacitados, indígenas, afrodescendientes y campesinos.
4. Protección, asistencia y reintegración de las víctimas

Los programas de asistencia y reintegración a las víctimas de Explotación sexual y trata de niños y niñas con fines de explotación sexual son muy escasos en el país; en total no suman más de 10 y están ubicados en las principales ciudades (Bogotá, Medellín, Cartagena, Pereira); algunos incluso han sido cerrados como en el caso de Barranquilla lo que significa un retroceso en materia de garantía de los derechos de los niños y niñas víctimas; por otro lado, no existen este tipo de programas especializados para niños y niñas víctimas de trata con fines distintos a la explotación sexual ni tampoco para niños indígenas; es muy probable que algunos niños y niñas víctimas de trata, trabajo forzado o mendicidad estén recibiendo asistencia y protección dentro de programas concebidos para niños y niñas en situación de calle lo que puede representar un desconocimiento de sus necesidades y características específicas. 
La mayoría de los programas de asistencia operan dentro del esquema de Instituciones privadas que son contratadas por el Estado a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para prestar el ‘servicio de protección’ complementario o sustitutivo del cuidado familiar y es el mismo ICBF quien otorga las licencias de funcionamiento, establece los lineamientos técnicos de los programas, los supervisa, evalúa y controla. 
A pesar de que el informe del Estado manifiesta un incremento gradual y sostenido en el presupuesto del ICBF para los programas de protección y una ampliación de la cobertura de niños y niñas atendidos es necesario hacer una revisión en profundidad de los procesos de contratación, supervisión y aspectos técnicos que afectan directamente a los niños y las niñas.

El modelo de contratación que opera bajo la forma de ‘Contratos de aportes’ implica que el Estado paga a la organización ejecutora un valor por la atención diaria de cada niño o niña (cupo) que no cubre la totalidad de los costos de dicha atención, cuyos parámetros son definidos rigurosamente en los lineamientos técnicos y en los estándares de calidad que exige el ICBF; si el número de niños y niñas atendidos o el número de días en que se brinda esa atención disminuyen el pago que recibe la institución también se reduce mientras sus costos de operación se mantienen constantes (planta de personal, dotaciones, alimentación de los niños) o se incrementan por razones económicas como la fluctuación de las tarifas de servicios públicos, el incremento en el costo de vida, etc., debiendo la organización asumir la diferencia de estos costos con recursos propios, lo que genera inestabilidad económica y mantiene los programas en una constante amenaza de cierre.
Para algunos programas el ingreso de los niños y niñas depende directamente de la remisión por el centro zonal de ICBF; otros hacen directamente el contacto y enganche; en ambos casos debe iniciarse un proceso administrativo de restablecimiento de derechos, liderado por un Defensor de Familia que cuenta con el apoyo de un equipo de profesionales en el área psicosocial. Este proceso administrativo está regulado por el Código de Infancia y Adolescencia –CIA- que establece términos de actuación del Defensor, que no están en consonancia con las necesidades ni con los ritmos de los procesos subjetivos implicados en la recuperación física, psíquica y social de los niños y niñas en tanto víctimas de violencia; en este sentido se constatan frecuentes contradicciones entre el principio del interés superior del niño y las exigencias de los procesos administrativos, manejados e interpretados por el Defensor de familia y su equipo. 
Así, por ejemplo el Defensor de familia para cumplir con los términos establecidos en el Código decide que a los seis meses de haber ingresado un niño o niña al programa debe ser dado de alta, remitido o reintegrado al referente familiar que se haya presentado como acudiente, sin un análisis de las posibilidades reales económicas, sociales, psicológicas y morales de este referente, ni de las expectativas del niño o niña, ni del cierre adecuado de los procesos iniciados en áreas absolutamente importantes para el desarrollo personal de un proyecto de vida saludable en el más amplio sentido del término.     

Lo anterior también obedece a falencias en la capacitación de los funcionarios responsables de la recepción y apertura de los procesos de protección; si bien, gracias a la entrada en vigor del Código el discurso sobre los Derechos del Niño se ha vuelto de uso común entre los funcionarios responsables de estos procesos y procedimientos aun se observan actitudes prejuiciosas y poco respetuosas de los niños y niñas como víctimas; frecuentemente se les interroga tratando de establecer una supuesta conciencia, voluntariedad y responsabilidad frente a situaciones como la explotación sexual en tanto esta se interpreta como una conducta del niño asimilable a una infracción de la ley penal, un oficio o un trabajo que el niño o niña ejecuta o ejerce y no como una forma de agresión que otras personas han perpetrado contra él o ella.

“No es suficiente que quienes atienden estas problemáticas sean personas que por su profesión sepan del tema, se debe lograr la sensibilidad frente a los mismos y la pasión por orientar y apoyar a las víctimas”
.

Muchos funcionarios dentro del sistema de protección desconocen el marco internacional de los derechos del Niño, el Protocolo mismo y las Directrices de Justicia de las Naciones Unidas para niños y niñas víctimas y testigos de delitos. De hecho, tales principios y directrices no han sido debidamente incorporados en la práctica del sistema de protección como fundamento de los procesos de reparación, que incluyen la reintegración y recuperación. A pesar de que algunas agencias internacionales como UNICEF, OIM, UNODC, UNFPA, entre otras, han desarrollado campañas de divulgación de los Derechos Humanos, especialmente de niños, niñas y mujeres en temas como la trata de personas, la violencia sexual y de género, que casi invariablemente incluyen un eje de fortalecimiento o cualificación del recurso humano de las instituciones públicas, el sistema de protección aún está lejos de impregnarse consistentemente de esta visión.
Es urgente que el Estado tome nota de las observaciones del Comité de los Derechos del Niño cuando señala como insuficientes las medidas adoptadas “para difundir información sobre el contenido de la Convención entre el público en general y en particular entre los niños mismos. Sigue echándose gravemente en falta capacitación, dirigida a los profesionales que trabajan en esferas relacionadas con los derechos del niño, sobre las obligaciones y responsabilidades dimanadas de la Convención.”

A pesar de que el Código de Infancia y Adolescencia establece la responsabilidad del Defensor como representante legal del niño o niña, una de cuyas funciones es el establecimiento de las correspondientes denuncias penales ante las instancias judiciales respectivas, en muy pocas ocasiones los Defensores de familia asumen esta responsabilidad pues puede implicar sobrecargas de trabajo. En este sentido, falta una instancia independiente que vigile, monitoree y haga seguimiento de manera continua, sistemática y especializada al proceso y al accionar de los funcionarios encargados de la protección. 

Por otro lado, los lineamientos técnicos que orientan los procesos de protección no siempre obedecen a un conocimiento científico ni a un análisis de las particularidades de los niños y las niñas ni de sus contextos sociales y familiares, amén de que son elaborados sin una perspectiva diferencial por etnia, discapacidad y origen rural o urbano de los niños y niñas, aplicándose de manera unívoca y estandarizada a todos los programas que atienden niños y niñas en situación de amenaza o vulneración de sus derechos.  Esto ha generado ubicaciones equivocadas de niños y niñas en programas que no se ajustan a sus características y necesidades particulares.
Recientemente se ha dado impulso al desarrollo de ‘modelos alternativos’ de atención a niñas y niños víctimas de explotación sexual comercial que parten del equívoco concepto de la ESCNNA como trabajo y que propenden por un reconocimiento de la autogestión de los propios niños y niñas dentro de la explotación sexual (en tanto es vista como un oficio) y de un ambiguo concepto de ‘voluntariedad’ en el proceso de recuperación; estos modelos están centrados en un aparente proceso de inclusión social por vía de la ocupación laboral y escolar con un enfoque de ‘cambio de oficio’. 
En la práctica, estos modelos acusan una profunda ingenuidad en tanto asumen que los impactos emocionales de la violencia no existen, no revisten gravedad o en el mejor de los casos desaparecen espontáneamente mientras los niños y las niñas reciben el beneficio del restablecimiento de derechos (acceso escolar y atención médica) mediante la gestión de la institución operadora. Sobre estos modelos, sus fundamentos técnicos, conceptuales y metodológicos no se ha hecho ningún debate público pese a que están en periodo de experimentación con asistencia técnica del ICBF y a que hay serias dudas sobre la pertinencia de sus procedimientos y sobre sus resultados.   
Se ha observado en los últimos años, sobre todo a partir de la expedición del Código de Infancia y Adolescencia (diciembre 2006) un impulso muy importante a lo que se conoce como Sistema Nacional de Bienestar Familiar que en teoría incluye a todas las organizaciones del Estado que tienen competencias en la protección de la Niñez y la Familia. En este contexto hay algunos intentos por definir Rutas de Atención sobre todo para los delitos sexuales, particularmente abuso y explotación sexual de niños y niñas en algunas ciudades del país; sin embargo, asuntos como la débil capacitación de los funcionarios, los trámites burocráticos, la rotación de los funcionarios responsables de los procesos en cada organización, el muy limitado número de denuncias especialmente en casos de ESCNNA así como las inconsistencias y vacíos de la ley penal, entre otros, no han permitido un desarrollo ponderable de estas iniciativas de articulación institucional.

Los Consejos Locales que pretendían articular y desarrollar las políticas locales de prevención y atención del abuso y la explotación sexual sólo fueron creados en dos ciudades, Bogotá y Cartagena. En el caso del Distrito Capital, el Consejo fue transformado por la inclusión en su agenda de temáticas como la prevención de la violencia intrafamiliar, la violencia de género y la violencia en razón de la diversidad sexual (población LGBT) perdiendo su especificidad en niños, niñas y adolescentes. En Cartagena dicho ente no ha tenido un papel preponderante en el impulso de programas de prevención o atención de la problemática. 
4.1. Sobre el derecho a la reparación integral

Mientras que el Estado, apoyado por algunas ONG, agencias de cooperación y organismos internacionales insisten en considerar la explotación sexual de niñas y niños como una forma de trabajo infantil
 sin analizar las implicaciones éticas y de orden práctico que esta visión puede acarrear para los propios niños y niñas, para sus familias e incluso para sus comunidades, al momento de posicionar el tema, por ejemplo, en los programas de prevención que pueden asimilarlo a una ocupación, una profesión o un oficio que el niño o la niña ‘ejerce’ por condiciones de pobreza o de miseria, organizaciones de derechos humanos intentan posicionar la violencia, incluida la violencia sexual como un delito, equiparable a la tortura
, que coloca a niños y niñas en condición de víctimas y que obliga al Estado a promover y desarrollar una política de reparación integral.

Esta visión reconocida a nivel internacional, en Colombia apenas empieza a comprenderse: “En los últimos años ha habido un incremento y un reconocimiento explícito en las cortes internacionales y nacionales de algunas formas de violencia contra las mujeres como equivalentes a tortura y maltrato, los ejemplos más conocidos, ser violadas por actores públicos o privados en el marco del conflicto o bajo custodia. Otras formas de violencia contra las mujeres como la violencia física o sexual en el marco de las relaciones personales o la mutilación genital femenina si han sido cometidas con la aquiescencia del Estado, pueden considerarse también como tortura o trato cruel, inhumano o degradante…”

Entre tales formas de violencia en contra de las mujeres “en el marco del conflicto armado colombiano se encuentran las violaciones sexuales (individuales y múltiples), la esclavitud doméstica, la prostitución y esclavitud sexual, las mutilaciones sexuales, los abortos forzados, la anticoncepción forzada, otras modalidades de violencia sexual de gravedad comparable, el control social y el desplazamiento forzado, entre otras formas de violencia física, sexual y psicológica utilizadas.“
 

Los victimarios o perpetradores no son, sin embargo, exclusivamente los actores del conflicto armado (paramilitares, guerrillas y Fuerza Pública), en su mayoría no tienen la connotación social ni legal de delincuentes o criminales pero actúan con la aquiescencia del Estado o en el contexto de la ausencia del Estado amparados en la fragilidad del sistema judicial, en el temor de la víctimas y de la sociedad a denunciar y en la tolerancia social que normaliza su conducta o la considera expresión de alguna tradición cultural o de hábitos de consumo de ‘servicios sexuales’.

El país debe avanzar en la formulación y aplicación de una política de reparación integral para las niñas y los niños que son víctimas de violencia, dentro o fuera del conflicto armado, que beneficie a los niños y niñas que padecen trabajos forzados, mendicidad, matrimonio forzado, pornografía y prostitución, que incluya a niños y niñas indígenas, afrocolombianos, campesinos, en situación de discapacidad o desplazamiento. Esta política de reparación debe “articularse a la política general de reparación a víctimas, sin mostrarse simplemente como un plan de beneficios a población vulnerable (que hace parte de la política social gubernamental) ni como acciones aisladas de reparación ante el daño. (…) Si bien algunas entidades estatales han avanzado en la atención a esta población generando dependencias especializadas, éstas resultan insuficientes si los diferentes poderes no estiman la niñez como una prioridad en las agendas públicas. Se deben corregir los errores, unificar los principios y expedir nuevas directrices que permitan la articulación interinstitucional y la construcción real de políticas públicas que trasciendan más allá de planes o programas aislados, asistencialistas o de restitución de derechos mínimos en pequeños grupos y sin mayores impactos en el conjunto de la población.”

5. Recomendaciones al Comité de los Derechos del Niño

Colombia no ha adoptado en la práctica el Protocolo Facultativo de la CDN sobre venta, prostitución y pornografía de niños y niñas como marco jurídico, político ni metodológico y así lo evidencian los programas, proyectos y planes locales, regionales y nacionales que tienen que ver con la Niñez. El Estado Colombiano debe asumir de manera enérgica y definitiva los conceptos y lineamientos trazados en el Protocolo en la definición y aplicación de las normas, planes y estrategias relacionadas con estos temas. 
El enfoque diferencial etario, de género, étnico, de diversidad sexual, campesino y de discapacidad sigue siendo un discurso ideológico y académico; los planes, programas y estrategias desarrollados en relación con trata, trabajo forzado y explotación sexual han invisibilizado a niños y niñas indígenas, afrodescendientes, campesinos o con discapacidad, agudizando su discriminación y marginalidad en las políticas públicas y en la sociedad. El Estado debe incluir de manera contundente estos enfoques en todas las políticas, planes, programas y estrategias encaminadas a prevenir y afrontar la trata, la venta de seres humanos, la tortura y la explotación sexual especialmente en el contexto del conflicto armado y el desplazamiento forzado.     
La venta de niños y niñas, la trata que tiene como medio o fin la adopción irregular de niños y niñas, el matrimonio servil, el trabajo forzado de menores de edad y la trata con fines de mendicidad no han sido objeto de atención sistemática por parte del Estado Colombiano; así lo evidencian la ausencia de investigaciones y la inexistencia o la insuficiencia de cifras en estos temas. Es urgente implementar un sistema nacional de información sobre Niñez que permita realizar monitoreo y seguimiento a estas problemáticas en todo el país.

La producción de información, la definición de políticas y los planes y programas para prevenir y enfrentar la venta, la trata y la explotación sexual de niñas y niños han estado centralizadas en la capital del país y en algunas ciudades intermedias y capitales de departamentos; esta práctica no sólo limita el alcance y eficacia de las acciones, también genera exclusión y discriminación de poblaciones indígenas y campesinas a quienes no se les garantizan sus derechos ni se les permite participar en la discusión y decisión sobre los asuntos que les conciernen. El Estado debe destinar mayores recursos financieros y técnicos para descentralizar los planes, programas y estrategias de prevención y atención de estas problemáticas.
La participación de la ciudadanía, las comunidades, las niñas, los niños y los adolescentes en la prevención de la venta, la trata y la explotación sexual sigue siendo nula o restringida; el Estado no ha promovido suficientemente la organización de instancias comunitarias o juveniles que contribuyan a la definición e implementación de las políticas de prevención; en algunas regiones la participación de la comunidad es vista con desconfianza y en ocasiones perseguida por las autoridades cuando asume la defensa o reivindicación de derechos humanos de grupos vulnerables; estas prácticas debilitan el desarrollo de una ciudadanía responsable, comprometida y empoderada con la protección integral de la niñez. Se requiere la promoción de la participación de la comunidad y de organizaciones de niñas, niños y jóvenes garantizando el libre ejercicio de la veeduría y el control ciudadano a la gestión pública en condiciones de seguridad y respeto.   
El país necesita avanzar en el desarrollo de una verdadera política de reparación integral para los niños y niñas objeto de la venta, la trata y la explotación sexual en todas sus modalidades; el reconocimiento de los niños y niñas como víctimas y la aplicación de principios de Derechos Humanos es indispensable no solamente cuando han sido involucrados en el conflicto armado sino en todos los casos en que han padecido violencia o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esto significa una revisión profunda de los enfoques con los cuales se ha venido afrontando hasta ahora estos temas; es urgente que el Estado desarrolle las normas, las estrategias y los recursos necesarios para restituir plenamente sus derechos.
5.1. Con respecto al marco jurídico, sugerimos al Comité que recomiende al Estado colombiano que se comprometa a:
5.1.1. Adecuar su legislación a los instrumentos internacionales que consideran niño o niña a toda persona menor de 18 años y no solo hasta los 14, que permita protegerlos eficazmente y garantizar su adecuado desarrollo integral.

5.1.2. Aprobar y divulgar leyes que tipifican la explotación sexual en todas sus manifestaciones, que actualmente cursan en el Congreso de la República, a través de las cuales se penaliza a los agresores (clientes), se restituye el delito de turismo sexual y se castiga la tenencia de material pornográfico, entre otros.
 

5.1.3. Crear programas de prevención y promoción de un cambio cultural y una transformación institucional que posicione las conductas asociadas al turismo sexual como intolerables sociales y éticos.

5.1.4. Adecuar el nuevo sistema penal y llevar a cabo las previsiones para garantizar el acceso efectivo a la justicia de los niños, niñas y adolescentes víctimas de venta, trata y explotación y evitar la revictimización de que pueden ser objeto en la implementación de ésta
5.1.5. Adecuar la infraestructura y mejorar la formación de los y las operadores de justicia para evitar prácticas tales como la exposición de nombres y datos personales de víctimas y testigos en el desarrollo de las audiencias y en la publicación de los textos de las sentencias.
5.1.6. Exhortar a los defensores de familia para que en el marco de sus competencias de protección de derechos de niñez y adolescencia denuncien penalmente a los responsables de venta, trata y explotación sexual comercial. 
5.1.7. Recomendar al ICBF que en concurso con las entidades territoriales y de acuerdo con lo establecido en la ley 1142 de 2007 garantice la toma de medidas de protección integral y oportuna a todos los niños, niñas y adolescentes en situación de desplazamiento que se encuentren en condiciones de riesgo o peligro de venta, trata o explotación sexual comercial.

5.1.8. Exigir el cumplimiento de las recomendaciones de la Corte Constitucional en providencia auto 006 de 2009 con el fin de garantizar los derechos a la población en discapacidad en especial a niños, niñas y adolescentes.

5.1.9. Instar al Congreso Colombiano a que en cumplimiento de los compromisos adquiridos con la adopción de la Convención de los Derechos del Niño y su Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en pornografía, adecue la normatividad, tipificando como delito todas las modalidades de explotación sexual.
5.1.10. Facilitar o promover leyes que permitan que la sociedad civil especializada en la lucha contra la explotación sexual de la niñez y la adolescencia participe en los procesos penales sin que sea indispensable la previa autorización de los padres para la representación jurídica.
5.1.11. Reparar por vía administrativa a los niños víctimas de estos delitos cuando el victimario no cuente con los recursos económicos; cuando los padres no estén en capacidad moral o material de administrar los recursos de las indemnizaciones, velar para que esta administración esté a cargo de un Defensor de Familia o de una entidad especializada.
 5.2. Con respecto a la Trata de Niñas y niños, sugerimos al Comité que recomiende al Estado colombiano que se comprometa a:

5.2.1. Asumir la protección de la víctima en su integridad física y la asistencia integral (seguridad física de la víctima y de su entorno familiar, la asistencia médica, psicológica, social y legal) definiendo las instituciones competentes y la asignación de funciones y recursos necesarios. 
5.2.2. Asignar al Comité Interinstitucional contra la trata de personas un rol de vigilancia, acompañamiento y seguimiento efectivo a los casos de trata de niños y niñas denunciados.
5.2.3. Poner en práctica, en el territorio nacional, la estrategia de prevención de la trata de personas, en todas sus modalidades, especialmente cuando las víctimas son niñas y niños; esta estrategia debe contemplar no solamente la promoción de la denuncia sino la formación de una cultura de respeto de la ley y los valores democráticos y ciudadanos, así como procesos de empoderamiento de niñas, niños y adolescentes para que conozcan y exijan sus derechos; es fundamental que en este proceso se involucre de forma activa el Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías Departamentales y Municipales en todo el país.
5.2.4. Diseñar una estrategia que permita la coordinación intersectorial e interinstitucional de los organismos del Estado para superar las estrategias de las redes nacionales e internacionales de delincuencia organizada de trata de personas. 
5.2.5. Precisar las responsabilidades y los conductos de cada institución del sistema de protección a través de un protocolo de investigación sobre el caso y atención a la víctima, individualizando las responsabilidades de cada institución.
5.2.6. Asegurar que los organismos de control que adelanten investigaciones relacionadas corroboren que las instituciones competentes brinden protección y asistencia integral acorde con sus competencias y funciones.
5.2.7. Fortalecer la sensibilización y cualificación de los funcionarios de las instituciones que se ocupan de la protección de niños y niñas involucrados en casos de trata, en lo relacionado a este delito y especialmente en las Directrices de Justicia para niños y niñas víctimas y testigos de delitos. 
5.2.8. Crear estrategias para que además de las ramas del poder público se involucre a la sociedad civil en la lucha contra la trata de personas, que permita reconocer casos diferentes a los que tienen como fin la explotación sexual tales como el trabajo forzado, la mendicidad, el matrimonio servil, las adopciones ilegales. 
5.2.9. Instar a los consulados y representaciones diplomáticas en el exterior para coordinar la protección de la víctima con el país de origen y en el país de destino brindándole asesoría legal y jurídica, asistencia para su manutención y repatriación en condiciones de dignidad y en el menor tiempo posible a través del ICBF y con apoyo de ONG e instituciones de servicio social públicas y privadas siguiendo los requerimientos legales del país de destino. Asimismo tienen que coordinar sus acciones con la autoridad del país de destino para la noticia criminal y del país de origen para protección inmediata a la familia sin supeditarla a la colaboración de las víctimas con la justicia.
5.2.10. Instar a todos los consulados y representaciones diplomáticas para optimizar el registro y ubicación de sus ciudadanos en el exterior, especialmente si son niños y niñas prestando especial atención a la utilización de documentos falsificados para hacer pasar a adolescentes como mayores de edad. 
5.2.11. Considerar la creación al interior del Ministerio de Relaciones exteriores de una unidad especializada sobre trata, encargada de tramitar los casos  y de repatriar a las víctimas. 
5.2.12. Desarrollar acuerdos, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, que permitan agilizar el intercambio de pruebas e información con los países de destino. 
5.2.13. Suscribir tratados de extradición para poder judicializar en el país a los tratantes que se encuentren en otros países.
5.2.14. Considerar la creación en la Fiscalía General de la Nación de una Unidad especializada para el conocimiento de los casos de Trata.
5.2.15. Establecer un programa especializado de protección a niños y niñas víctimas y testigos de delitos enfatizando en la protección de los derechos de las víctimas en cada etapa del proceso de judicialización.                               

5.3. Con respecto a la trata de niños y niñas que tiene como medio o fin la adopción ilegal, sugerimos al Comité que recomiende al Estado colombiano que se comprometa a:

5.3.1. Promover espacios de reflexión y debate que propicien una cultura de adopción y que permita informar y capacitar a amplios sectores de la sociedad sobre los objetivos de la adopción, la historia del proceso, los factores de riesgo y las prácticas inadecuadas.

5.3.2. Implementar acciones de prevención de prácticas inadecuadas dirigidas hacia los grupos poblacionales en donde se genera demanda riesgosa para prácticas inadecuadas.

5.3.3. Equilibrar la proporción de adopciones internacionales promoviendo acciones para el incremento de adopciones por parte de familias colombianas.

5.3.4. Promover y coordinar un trabajo interinstitucional alrededor del tema de la trata y venta de niños y niñas que permita ampliar el conocimiento general de los factores de riesgo, las consecuencias, magnitud y dinámicas del fenómeno en el país.

5.3.5. Construir acuerdos entre las instituciones y actores que desarrollan el programa de adopciones que permitan la implementación de estrategias de prevención del fenómeno.

5.3.6. Fortalecer los equipos técnicos del ICBF con el fin de prestar un servicio de calidad que abra caminos para que la población se acerque a la institución y así disminuir el riesgo de prácticas inadecuadas en la entrega de niños y niñas que se piensan dar en adopción.

5.3.7. Formular un protocolo de seguridad para el acto público del Registro Civil de los niños y niñas para que registradores y notarios cuenten con herramientas que les permitan contribuir con la prevención del falso registro o la suplantación de identidad, delitos paralelos a la venta o trata de niños y niñas.

5.3.8. Implementar sistemas de control en la red hospitalaria nacional en la expedición de certificados de nacido vivo, evitando que sean falseados u obtenidos a través de prácticas inadecuadas.

5.3.9. Revisar los objetivos centrales de los hogares maternos reformulando, si es necesario, su estrategia de atención enfocándola en el binomio madre-bebé como eje central de su función.

5.3.10. Crear un sistema nacional de información sobre el programa de adopciones que permita la consulta confiable de datos estadísticos unificados y que funcione como estrategia de monitoreo frente a posibles situaciones de trata de niños y niñas.

5.3.11. Revisar la normatividad con el fin de penalizar prácticas como la venta y compra de niños aprobando penas severas que permitan reducir la impunidad 
5.3.12. Avanzar en la implementación de estudios que permitan entender mejor las problemáticas colaborando con la formación de una visión unificada e integral de la niñez y la familia en Colombia.

5.4. En relación con la Explotación Sexual de niñas, niños y adolescentes, sugerimos al Comité que recomiende al Estado colombiano que se comprometa a:

5.4.1. Divulgar ampliamente el Protocolo Facultativo de la CDN relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía y adoptarlo de manera decidida en la orientación de políticas, planes y programas; 

5.4.2. Impulsar la adopción y divulgación del Plan de Acción Nacional para la prevención y erradicación de la ESCNNA (2006-2011) e impulsar la adecuación y ejecución de los planes locales de desarrollo en todos los municipios del país y asignar recursos técnicos, humanos y financieros para asegurar su implementación.

5.4.3. Consolidar los Consejos Locales de prevención y atención de la ESCNNA y articular esfuerzos y recursos con otras instancias locales como las Redes del Buen Trato, los Comités de Infancia o los Consejos de Juventud, sin perder su especificidad pero estableciendo frentes que potencien su capacidad de incidencia especialmente en el área de la prevención.

5.4.4. Desarrollar campañas y programas de educación social enfocados en grupos de potenciales clientes/explotadores (transportadores, militares, reclusos, comerciantes, dueños de peluquerías, proveedores de servicios de Internet y dueños de ciber-cafés, propietarios de negocios legales de recreación como discotecas y bares) para que reconozcan su rol en la prevención de la explotación sexual en el turismo y adopten códigos de conducta. 
5.4.5. Promover la adopción y uso del Código de Conducta para la protección de los Niños contra la Explotación Sexual en los Viajes y el Turismo, conocido como The Code a los prestadores de servicios turísticos mediante una política clara y coherente a nivel nacional con especial énfasis en las áreas turísticas donde se requiere una mayor inversión para capacitar y sensibilizar al personal.
5.4.6. Asumir, a través del Ministerio de Educación, la definición, aplicación y monitoreo de políticas y normas para que la escuela proteja efectivamente a niños y niñas frente a la explotación económica temprana y frente a la explotación sexual comercial.

5.4.7. Instar al Congreso Colombiano a que desarrolle normas penales específicas para aquellas modalidades de ESCNNA que son cometidas o involucran a miembros de las fuerzas militares así como para los casamientos tempranos o matrimonios serviles con niños y niñas.

5.4.8. Establecer la aplicación extraterritorial de la legislación penal colombiana para todos los delitos de venta, trata y explotación sexual comercial.
5.4.9. Fortalecer la capacidad de la Unidad de delitos contra la libertad sexual y la dignidad humana, los CAIVAS y los CAVIF para identificar y manejar adecuadamente los casos de explotación sexual, diferenciándolos del abuso sexual intrafamiliar.

5.4.10. Considerar la creación de unidades especializadas dentro del sistema policial y judicial para la atención a niños y niñas víctimas de ESCNNA.

5.4.11. Ampliar las posibilidades efectivas de acceso a la justicia, de representación jurídica y todas las demás garantías procesales dirigidas a proteger a las víctimas de ESCNNA que deban participar en procesos judiciales.

5.4.12. Establecer políticas y medidas especiales de protección para los niños y las niñas ubicados en territorios de conflicto, zonas rurales y resguardos indígenas; en especial se requieren medidas de prevención del desplazamiento forzado y el reclutamiento por grupos armados ilegales así como su utilización por las Fuerzas Armadas en actividades relacionadas con el conflicto armado.

5.4.13. Ampliar y fortalecer las medidas para sustraer a los niños y las niñas de la explotación económica temprana: mendicidad, recolección de basura, ventas ambulantes, entre otras. 

5.4.14. Asegurar la asesoría, educación y capacitación a las familias en zonas de alto riesgo de sufrir la explotación sexual comercial garantizando la cobertura a todos los municipios del país así como el fortalecimiento de redes de orientadores y docentes para contrarrestar las nuevas manifestaciones y dinámicas de la ESCNNA en ámbitos escolares y comunitarios.
5.4.15. Discutir, definir e implementar políticas de protección especial para niños y niñas pertenecientes a comunidades indígenas, campesinas y afrodescendientes con el compromiso de sus autoridades tradicionales y respetando sus particularidades culturales pero promoviendo la asimilación de principios universales como el interés superior del Niño y la prevalencia de sus derechos.
5.4.15. Desarrollar políticas, planes y programas que permitan ampliar y sostener los recursos destinados a la asistencia, reparación y reintegración de los niños y las niñas víctimas, de tal manera que se extiendan a un mayor número de ciudades fortaleciendo su articulación con los sistemas locales de salud, educación, formación para el trabajo, prevención y promoción.
5.4.16. Articular la prevención de la ESCNNA a las políticas públicas en diferentes niveles.
5.4.17. Desarrollar y fortalecer las políticas de participación y empoderamiento de niñas, niños, adolescentes y jóvenes, dentro de sus comunidades, en escenarios escolares y sociales de tal manera que se conviertan en agentes de la exigibilidad de sus derechos y contribuyan desde una perspectiva ciudadana y solidaria a la prevención de la explotación sexual comercial.
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